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I. OBJETIVO Y METODOLOGÍA UTILIZADA. 
 

El concepto de metodología hace referencia al plan de investigación que permite al investigador 
realizar los requisitos que deben cumplirse en toda investigación científica. En el ámbito de las 
ciencias sociales y concretamente en el mundo del derecho, la metodología es una pieza 
fundamental de toda investigación y permite sintetizar los procedimientos y técnicas que se 
requieren para concretar el reto de la investigación. 

La metodología utilizada para la realización de este trabajo de Derecho Privado, es de tipo 
jurídico-descriptiva, la cual consiste en aplicar el método analítico a un tema jurídico. Utilizando 
este tipo de análisis descomponemos un problema jurídico en sus diversos aspectos, con la 
finalidad de ofrecer una imagen de funcionamiento de una norma o institución jurídica. 

El objetivo es presentar una guía, una explicación a una serie de procedimientos que pueda servir 
para entender mejor los pasos que se han de seguir en casa fase, así como cuándo, cómo y quién 
puede instarlos, explicando algunas consecuencias de cada una de ellas. 

Para ello, el trabajo presenta un orden sistemático, iniciado desde la desaparición de una persona 
y continuando con las distintas fases jurídicas por las que puede atravesar el hecho de la 
desaparición. 
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II. INTRODUCCIÓN. 
 

“Un día cualquiera, para una familia como tantas otras, sin distinción de ningún tipo, cambia la 
vida y nadie sabe por qué. Todo se hace oscuro, el sol ya no brilla, todo es gris, desaparece la 
alegría de vivir, se desatiende la familia, solo piensas en buscar, más rápido, más extensión y 
mejor, a ese familiar querido que, de pronto, ha desaparecido. Sin dejar rastro. Sin motivo 
aparente. Sin molestar y sin delinquir. Y las familias de esas personas solo desean saber1”. 

Son palabras de Manuel Jaime LLORENTE, presidente de la Asociación INTER-SOS, una de las 
entidades pioneras en el trabajo por encontrar a personas desaparecidas, por ofrecer ayuda y apoyo 
a las familias y por remover en todas las instituciones los obstáculos jurídicos, operativos y legales 
que contribuyen a acrecentar la angustia que una desaparición provoca en el entorno familiar, 
laboral y social de la persona desaparecida. 

En Europa desaparecen anualmente unas 250.000 personas, de las cuales 10.000 no son 
localizadas jamás. Estos y otros datos han llevado a un grupo de once eurodiputados a 
presentar cuatro enmiendas conjuntas al informe anual que el Parlamento Europeo dedica 
al estado de los Derechos Fundamentales en la Unión, mediante las que reclaman a las autoridades 
comunitarias una estrategia europea común para abordar esta problemática2. 

 La vicepresidenta del grupo ALDE en la Euro Cámara y diputada, Izaskun BILBAO 
BARANDIKA, destacó en el parlamento que “cuando una persona desaparece sus familiares, 
sus seres queridos se enfrentan a una situación legal, emocional y personal muy compleja. Las 
desapariciones son un fenómeno que crece en Europa y están vinculadas a asuntos tan oscuros 
como el tráfico de personas. Son cada vez más un problema transfronterizo. Por eso hemos 
formado un grupo plural y sólido que se está empeñado en que haya una respuesta europea para 
este problema. Más coordinación policial y judicial, más formación técnica sobre este problema, 
más prevención y más colaboración con las organizaciones que desde la sociedad asisten a las 
víctimas3”. 

Los firmantes consideran que estos sucesos generan “una victimización particular que debe ser 
reconocida y atendida4”.  

El problema en España no es menor, sumando las comunicaciones de desaparición que se 
interponen anualmente ante la Policía Nacional, la Guardia Civil, los Mososs de d`Esquadra, la 
Policía Foral de Navarra y la Ertzaintza, se ronda el número de las 30.000 comunicaciones, de las 
cuales se resuelve entre el 96 y el 98 %, nos referimos a comunicaciones de desaparición y no ha 
denuncias, porque en muchos casos no se llega a interponer ésta. 

Ese porcentaje de resolución, explicado en términos de éxito policial, es un gran trabajo de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, pero si trasladamos ese 4% de casos que no se resuelve nunca, 
de personas de las que nunca más se llega a saber nada de ellas, a la cifra numérica que 
corresponde, estaríamos hablando de 1.200 personas al año, un número verdaderamente 
preocupante de una situación que pasa desapercibida para el conjunto de la sociedad 

El 10 de noviembre de 2010, el Congreso de los Diputados declaró el día 9 de marzo como el 
“Día de las personas desaparecidas sin causa aparente”. A su vez, el 6 de febrero de 2013, el 
                                                           
1 Conclusiones del Encuentro Técnico Sobre Personas desaparecidas. Arrigorriaga 2006. 
http://nubr.co/h9Rq2X . (Última consulta 31de octubre de 2016). 
2 Preguntas Parlamentarias, Parlamento Europeo.   
http://www.europarl.europa.eu/sides/getDoc.do?type=WQ&reference=E-2015-008145&language=ES 
(Última consulta 31de octubre de 2016). 
3 ANSAGASTI Iñaki, Eurodiputados reclaman en Bruselas una estrategia sobre personas desaparecidas. 
http://nubr.co/iCKt5w (Última consulta 31de octubre de 2016). 
4 http://www.europarl.europa.eu/sides/getDoc.do?pubRef=-//EP//TEXT+WQ+E-2016-
006223+0+DOC+XML+V0//ES&language=es (Última consulta 31de octubre de 2016). 
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Senado creó la Comisión Especial para el estudio de la problemática de las personas 
desaparecidas sin causa aparente, cuyas conclusiones fueron aprobadas el 12 de febrero de 20145.  

El 9 de marzo de 2016 el ayuntamiento de Galdakao (Bizkaia) recibió un premio, otorgado por 
“QSDglobal Fundación Europea por las Personas Desaparecidas”, por su implicación en la 
búsqueda de Hodei EGILUZ, un joven galdakoztarra desaparecido en Amberes el 19 de octubre 
de 2013, y por el apoyo incondicional prestado a su familia. En ese evento, celebrado en Úbeda 
(Jaén), en el que también fue premiada entre otros Izaskun BILBAO por su trabajo en la iniciativa 
parlamentaria presentada en Europa, se dieron cita un número importante de familiares de 
personas desaparecidas, manifestando éstos que, además de la necesidad de sentir que se está 
haciendo todo lo posible por encontrar a su familiar desaparecido, necesitan la orientación jurídica 
adecuada para afrontar una situación que les desborda, manifestando sentirse solos, perdidos y 
olvidados. 

Durante las últimas “Jornadas Técnicas Sobre Personas Desaparecidas Sin Causa Aparente”, 
celebradas en Arrigorriaga (Bizkaia) en el mes de mayo de 2016, se abordó esta problemática del 
procedimiento y las implicaciones jurídicas que supone una desaparición. Entre otros ponentes 
participaron D. Norberto HORNES ZUBICARAY, miembro del Ilustre Colegio de Abogados del 
Señorío de Bizkaia y el Excelentísimo Señor D. Juan Luis IBARRA ROBLES, Presidente del 
Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, ambos explicaron cuáles deben ser los pasos 
jurídicos que han de seguir los familiares ante una desaparición, haciendo hincapié en la 
importancia de no dejar de lado esa labor, entendiendo que lo más importante es encontrar a su 
familiar lo antes posible y en perfecto estado de salud.  

Los ponentes citados, así como otros participantes en las Jornadas entre los que se encontraba el 
autor de este trabajo, recordaron a los asistentes que iniciar el procedimiento judicial 
correspondiente cuando se produce una desaparición, no es querer menos a su familiar u olvidarlo, 
ni significa cesar en el empuje de la búsqueda de su ser querido, sino intentar evitar problemas 
presentes y futuros.  

Quiero terminar esta introducción haciéndome eco de una frase muy utilizada por la organizadora 
de estas Jornadas Técnicas, Dña. Marisol IBARROLA ORUE, la cual simboliza el motivo por el 
cual he elegido el análisis de este procedimiento. 

“La persona desaparecida no está, pero sus problemas, sus deudas, sus obligaciones se quedan 
aquí y hay que hacerles frente”. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
5 Boletin Oficial de las Cortes Generales. Nº 290. http://nubr.co/n6iysS  (Última consulta 31de octubre 
de 2016). 
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III. LA DESAPARICIÓN. 
 

Cuando se produce la desaparición de una persona, lo primero que se debe hacer es comunicar el 
hecho, denunciarlo. Este acto, además de dar inicio a la búsqueda de la persona desaparecida, es 
en sí un acto con implicaciones jurídicas, tanto presentes como futuras. 

Cuándo comunicar la desaparición de una persona es algo que siempre ha sido mal transmitido o 
mal interpretado. Todos hemos leído, escuchado en algún programa de televisión o en alguna 
película, que se debía esperar 24 horas, cuando no 48, antes de poder formular la denuncia por 
desaparición, siendo esto totalmente falso.  

Cuando la ausencia de una persona está fuera de su comportamiento habitual, cuando dicha 
ausencia genera preocupación, desconcierto en sus familiares o personas cercanas, y tras realizar 
las comprobaciones mínimas que “todo buen padre de familia” realizaría, es el momento de 
denunciar la desaparición, independientemente del tiempo transcurrido. 

Lo más indicado es interponer la denuncia ante los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, para que de 
forma inmediata se activen los protocolos de búsqueda. La Instrucción 1/2009 de la Secretaria de 
Seguridad del Estado, sobre la actuación policial ante la desaparición de menores de edad y otras 
desapariciones, señala cual es el procedimiento que han de seguir todas las Policías del Estado 
cunado tiene conocimiento de la desaparición de una persona. 

Esta Instrucción de Secretaría de Seguridad se centra en las labores de búsqueda y de 
comunicación de la situación de desaparición de una persona a las diferentes policías, servicios 
fronterizos, etc., diferenciando entre “desapariciones de riesgo limitado y de alto riesgo”, 
indicando una serie de tareas obligatorias que ha de realizar el cuerpo policial ante quien se 
comunique el hecho, según sea de un tipo o de otro. 

Entre las tareas que señala la citada Instrucción está la confección y remisión al Juzgado 
competente de la correspondiente acta de denuncia, la cual se integra en una base de datos 
nacional compartida por todas las policías del Estado. 

En este primer momento la competencia, al desconocer los motivos y circunstancias que pudieran 
rodear la desaparición, pudiendo ser consecuencia de un acto delictivo, corresponderá al Juzgado 
de Instrucción del lugar donde se produce la desaparición, o donde se tiene conocimiento de la 
misma, quien será el encargado de instruir las diligencias tendentes a su búsqueda6. 

Hay que señalar que, en principio, desaparecer no es un delito, debiéndose tener en cuenta el 
“derecho al olvido libremente elegido por la persona mayor de edad”, por lo que, en la mayoría 
de las ocasiones, si no hay ningún hecho que indique la existencia de indicios de criminalidad 
asociada a la desaparición, el Juez archivara las diligencias, quedando únicamente activa la 
búsqueda de los servicios de emergencias y policiales.  

Además, si la persona es localizada y no quiere que se comunique su paradero a persona alguna, 
atendiendo a ese derecho al olvido de toda persona mayor de edad y en plenas facultades mentales, 
se deberá respetar su derecho, informando únicamente a la Autoridad Competente que conozca 
del caso. 

Pero retomando lo señalado anteriormente, esa puesta en conocimiento, esa denuncia ante los 
Cuerpos y Fuerzas de Seguridad, ya nos marca una fecha, un momento en el tiempo a partir del 
cual una persona está desaparecida, lo cual tendrá su importancia para el desarrollo del proceso 
civil, el cual es motivo del presente estudio. 

                                                           
6 Real Decreto de 14 de septiembre de 1882, aprobatorio de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Título II 
De la competencia de los Jueces y Tribunales en lo Criminal. 
 



  
  
 

Implicaciones legales y procedimiento 
a seguir ante la desaparición de una persona. 
Derecho privado. 
 Dpto.: Derecho. [7] 21 de noviembre de 2016. 

Otra forma de dejar constancia de la desaparición de una persona es mediante su anotación en el 
Registro Civil, situación que será posible a partir de la entrada en vigor de la Ley del Registro 
Civil 20/2011, de 21 de julio, que se producirá el 30 de junio de 2017, la cual recoge, en su 
Capítulo Tercero, sobre tipos de asientos, artículo 40 dedicado a las anotaciones registrales, lo 
siguiente: 

“1. Las anotaciones registrales son la modalidad de asiento que en ningún caso tendrá el valor 
probatorio que proporciona la inscripción. Tendrán un valor meramente informativo, salvo los 
casos en que la Ley les atribuya valor de presunción. 

2. Las anotaciones registrales se extenderán a petición del Ministerio Fiscal o de cualquier 
interesado. 

3. Pueden ser objeto de anotación los siguientes hechos y actos: 

1.º El procedimiento judicial, administrativo o registral en trámite que pueda afectar al contenido 
del Registro Civil. 

2.º El hecho cuya inscripción no pueda extenderse por no resultar, en alguno de sus extremos, 
legalmente acreditado. 

3.º Las declaraciones con valor de presunción. 

4.º El hecho o acto relativo a españoles o acaecido en España que afecte a su estado civil, según 
la ley extranjera. 

5.º La sentencia o resolución extranjera que afecte al estado civil, en tanto no se obtenga 
el exequátur o el reconocimiento incidental en España. 

6.º La sentencia o resolución canónica cuya ejecución en cuanto a efectos civiles no haya sido 
decretada aún por el Tribunal correspondiente. 

7.º La desaparición. 

8.º Las actuaciones tutelares y de otras figuras tuitivas previstas en la Ley, en los casos que 
reglamentariamente se determinen. 

9.º El acogimiento, la guarda administrativa y la guarda de hecho. 

10.º Aquellos otros hechos o actos cuya anotación se prevea en esta u otra ley”. 

Como se observa, la situación de “desaparición” está recogida en el punto 3 apartado 7º del 
artículo anteriormente citado, como una situación que es posible de anotación, siendo esto una 
novedad respecto a la Ley del Registro Civil, de 8 de junio de 1957, a la cual modificará la Ley 
del Registro Civil 20/2011, de 21 de julio, con su entrada en vigor el próximo 30 de junio de 2017. 
Señalar que, la situación de ausencia y fallecimiento sí está prevista su inscripción en la Ley del 
Registro Civil, de 8 de junio de 1957. 

Esta posibilidad de anotación no solo está prevista en la Ley del Registro Civil, como se ha 
señalado, también el artículo 198 del Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el 
Código Civil, recoge esta posibilidad, una vez modificado por el apartado cuarenta y cuatro de la 
disposición final primera de la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria, quedando 
redactado de la siguiente manera:  

“En el Registro Civil se harán constar las declaraciones de desaparición, ausencia legal y de 
fallecimiento, así como las representaciones legítimas y dativas acordadas, y su extinción. 

Asimismo se anotarán los inventarios de bienes muebles y descripción de inmuebles que en este 
Título se ordenan; los Decretos de concesión y las escrituras de transmisiones y gravámenes que 
efectúen los representantes legítimos o dativos7 de los ausentes; y la escritura de descripción o 
                                                           
7 Persona solvente de buenos antecedentes 
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inventario de los bienes, así como de las escrituras de partición y adjudicación realizadas a virtud 
de la declaración de fallecimiento o de las actas de protocolización de los cuadernos 
particionales en sus respectivos casos”. 
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IV. LA COMPETENCIA JUDICIAL. 

En primer lugar, debemos citar el artículo 22 quáter de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 
Poder Judicial, el cual atribuye la competencia a los Tribunales españoles en materia de 
declaración de ausencia o fallecimiento, cuando el desaparecido hubiera tenido su último 
domicilio en territorio español o tuviera nacionalidad española. Por lo tanto, ya sabemos cuándo 
los Tribunales españoles serán competentes en lo referente a la declaración de ausencia o 
fallecimiento, pero no ante que órgano jurisdiccional hemos de instar el procedimiento. 

El artículo 68 de la Ley 15/2015 de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria, señala que: 
 
“En la declaración de ausencia y fallecimiento, será competente el Juzgado de Primera Instancia 
del último domicilio de la persona de cuya declaración de ausencia o fallecimiento se trate, o, en 
su defecto, el de su última residencia. No obstante, lo anterior, si se tratara de la declaración de 
fallecimiento en los supuestos de los apartados 2 y 3 del artículo 194 del Código Civil 8, será 
competente, en relación con todos los afectados, el Juzgado de Primera Instancia del lugar del 
siniestro. Si éste hubiera acaecido fuera del territorio español, será competente, respecto de los 
españoles y de las personas residentes en España, el del lugar donde se inició el viaje; y si éste 
se hubiera iniciado en el extranjero, el del lugar correspondiente al domicilio o residencia en 
España de la mayoría de los afectados. 
 
Cuando la competencia no se pudiera determinar conforme a los criterios anteriores, será 
competente el Juzgado de Primera Instancia del lugar del domicilio o residencia de cualquiera 
de ellos.” 

Como se ha señalado, es la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio del Poder Judicial, la que atribuye 
la competencia a los Tribunales españoles en materia de declaración de ausencia o fallecimiento, 
siendo la Ley 15/2015 de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria la que nos indica ante quien 
hemos de instar el procedimiento. 

Sin embargo, si estamos ante una desapareción de un ciudadano extranjero, o siendo español su 
último domicilio estuviera en el extranjero, se deberá optar por la opción comprometida por los 
Tratados Internacionales de los que España sea parte; en otro caso, con los de los Tribunales del 
Estado con los que la desaparición presente mayores vínculos personales o patrimoniales. No 
siendo objeto de estudio de éste trabajo el Derecho Internacional Privado, determinante en la 
competencia ante una situación como la señalada, baste esta pequeña advertencia. 

No confundir ésta competencia de los Juzgados de Primera Instancia, con la señalada 
anteriormente para los Juzgados de Instrucción encargados de las diligencias de búsqueda. 

 

 

 

 

                                                           

8 Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código Civil. Artículo 194 del CC, apartado 
segundo. De los que resulte acreditado que se encontraban a bordo de una nave cuyo naufragio o 
desaparición por inmersión en el mar se haya comprobado, o a bordo de una aeronave cuyo siniestro se 
haya verificado y haya evidencias racionales de ausencia de supervivientes. 
Apartado Tercero. De los que no se tuvieren noticias después de que resulte acreditado que se encontraban 
a bordo de una nave cuyo naufragio o desaparición por inmersión en el mar se haya comprobado o a bordo 
de una aeronave cuyo siniestro se haya verificado, o, en caso de haberse encontrado restos humanos en 
tales supuestos, y no hubieren podido ser identificados, luego que hayan transcurrido ocho días. 
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V. El PROCESO. 
 

Según la definición de la Real Academia Española el término “desaparecido” se refiera a 
“una persona que se halla en paradero desconocido, sin que se sepa si vive”. Nuestro Código 
Civil cuando aborda la situación de desaparición de una persona utiliza otro término para referirse 
a la misma, denominándola “ausente”. 

Este término “ausenté” puede definirse, etimológicamente hablando, como "no estar presente", 
pero, jurídicamente, se amplía con una situación de interinidad y de incertidumbre sobre la 
existencia de la persona ausente. Partiendo de lo anterior, se podría definir la ausencia como la 
situación en la que se halla una persona cuyo paradero y existencia se desconoce en su entorno 
habitual. 

La RAE lo define en su primera acepción como “dicho de una persona que está separada de otra 
persona o de un lugar, y especialmente de la población en que reside” y en su tercera acepción 
lo define como “persona de quien se ignora si vive todavía y donde está”. 

Centrándonos en un sentido jurídico, podríamos decir que una persona está ausente, no 
simplemente cuando la misma no se encuentra en su domicilio o residencia, sino cuando además 
no se tiene noticias de la misma, y existen dudas acerca de si vive o no, lo que supone una mezcla 
de las dos acepciones señaladas por la RAE. 

En relación a nuestro Régimen de Regulación Material, podemos catalogarlo como mixto, tal y 
como lo explica el Catedrático en Derecho Internacional Privado de la Facultad de Derecho, 
Universidad Complutense de Madrid, D. Pedro DE MIGUEL ASENSIO.  

El Sr. DE MIGUEL refiere en primer lugar aquellos sistemas basados en la Declaración de 
Fallecimiento, característico del sistema alemán y países de Europa central, oriental y del norte, 
en el que el modelo gira en torno a una resolución Judicial con efectos “erga omnes” y general, 
cuya finalidad es la salvaguarda de la seguridad jurídica de terceros afectados. En este sistema 
cabe la revocación de la decisión si resulta que los presupuestos de la misma no se cumplían. 

Se refiere en segundo lugar al sistema basado en la Declaración de Ausencia, donde reciben una 
especial atención los intereses del ausente, lo que hace que no sea posible obtener una decisión 
definitiva de (in)existencia, debido a la incertidumbre de la propia situación, contemplándose 
resoluciones con eficacia limitada. Modelo característico del Código Civil francés originario. 

En tercer lugar, refiere el sistema mixto, en el que se combinan los mecanismos básicos de los 
dos sistemas anteriores, donde se obtiene primero una Declaración de Ausencia y posteriormente, 
transcurrido un tiempo u ocurridas unas circunstancias especiales, se Declara el Fallecimiento. 
Este modelo es el existente en la legislación italiana, así mismo, el sistema español se asemeja a 
este último sistema, al mixto9. 

El Real de Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código Civil, ya incluía en su 
Título VIII denominado “De la ausencia10”, la regulación de este tipo de situaciones, en sus 
artículos 181 y siguientes, los cuales, motivado en gran parte por las desapariciones durante la 

                                                           
9 De Miguel Asensio Pedro (Catedrático en Derecho Internacional Privado de la Facultad de Derecho, 
Universidad Complutense de Madrid) “La Ausencia y la Declaración de Fallecimiento en Derecho 
Internacional Privado” pp 7-10. Revista española de Derecho Internacional Privad. vol XLVII núm 2 pp 
44 -70 
10 Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código Civil. BOE núm. 206, de 25 de julio 
de 1889, páginas 249 a 259 (11 págs.) Ministerio de Gracia y Justicia Referencia: BOE-A-1889-4763. 
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Guerra Civil, fueron modificados por la Ley de 8 de septiembre de 1939, modificando el Título 
octavo, libro primero del Código Civil.11 

El elemento relevante de la situación descrita por el artículo 181 del CC es la imposibilidad de 
comunicarse con un sujeto ausente, incluso aunque pudiera saberse su paradero (así opina en 
general la doctrina, De Castro, Cabanillas, Díez Picazo y Gullón, Hualde). 

La Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881, en el Título relativo a la Jurisdicción Voluntaria, 
regulaba lo relativo a la desaparición y declaración de ausencia y fallecimiento, concretamente en 
sus artículos 2031 al 2047, regulación modificada por la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la 
Jurisdicción Voluntaria, encontrándose ahora la regulación de esta situación en los artículos del 
67 al 77 de la citada Ley. 

La modificación realizada ha sido completa, ciñéndose el articulado actual de la Ley de 
Jurisdicción Voluntaria al desarrollo de lo establecido en el Código Civil, siendo la única novedad 
las atribuciones dadas sobre estos expedientes a los Letrados de la Administración de Justicia en 
vez de al Juez, lo que conllevó también la modificación de los preceptos del Código Civil que 
atribuían la competencia a éste último (arts. 181 , 184 , 185, 186 y 187 del Código Civil, todos 
modificados —junto a alguno más en esta materia— por medio de la Disposición Final Primera 
de la LJV). 

Como ya se ha citado en la introducción de este trabajo, existen más casos de lo que parece en los 
que una persona desaparece sin dejar rastro y sin que sus familiares conozcan su situación o 
paradero, desde personas con problemas de orientación por alguna enfermedad, pasando por el 
que inició un viaje a no se sabe dónde y nunca más se supo de él, hasta el caso de personas que 
teniendo un destino conocido desaparecieron como consecuencia de un accidente aéreo, 
naufragio, un secuestro en un país extranjero, o una muerte sin que pudiese ser identificado su 
cadáver.  

Para estos casos, y para atender a las consecuencias más directas de esa desaparición, tanto en lo 
referente a su situación personal como sobre todo a su situación patrimonial, la ley contempla 
varios supuestos en los que permite a los familiares poder solicitar al Juez que se declare ausente 
al desaparecido, y posteriormente fallecido y, en consecuencia, se puedan adoptar medidas 
destinadas a proteger los bienes y derechos, tanto de la persona desaparecida como de los 
familiares, herederos, acreedores, etc. 

En efecto, la desaparición de una persona puede provocar graves problemas en relación con la 
situación de los bienes y de las personas sobre los cuales ostentaba cualquier clase de derecho o 
potestad familiar. La simple desaparición no puede presumir la muerte de la persona desaparecida, 
pero esa ausencia nos deja la incógnita de saber si sigue vivo o no, lo que obliga al legislador a 
adoptar una serie de medidas que se mantendrán mientras dure tal situación y hasta que se declare 
su fallecimiento o aparezca el ausente.  

Como se ha citado, el proceso está recogido tanto en el Código Civil, en su Título de VIII, como 
en el Capítulo IX de la Ley 15/2015 de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria, pero también 
entran en juego otras normas que se han de tener en cuenta, de las que alguna de ellas serán citadas 
en el presente trabajo. 

 

 
 

                                                           
11Ley de 08 de septiembre de 1939, modificando el Título octavo, libro primero, del Código Civil. 
BOE núm. 292, de 19 de octubre de 1939, páginas 5846 a 5851 (6 págs.) Jefatura del Estado.  
BOE-A-1939-11756. 
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5.1 FASES DEL PROCESO. 
 

El proceso consta de tres fases, las cuales pueden darse sin haber instado la previa o la posterior 
como se verá posteriormente, siendo estas las siguientes: 

x Medidas provisionales; para el caso de una persona simplemente desaparecida, en la cual 
se le nombra un defensor únicamente para aquellos actos o asuntos que no admitan retraso 
sin perjuicios graves. Adoptada estas medidas tiene como presupuesto la constatación de 
la desaparición, por lo que se puede hablar de Declaración de Desaparición, como así lo 
refiere el artículo 198 del Código Civil. 

x Declaración de ausencia; cuando transcurre un tiempo desde la desaparición de una 
persona, con total falta de noticias de la mismas, y a la cual se le nombra un representante 
que administre su patrimonio, supone la constitución de un organismo de gestión y 
representación parecido a la tutela. 

x Declaración de fallecimiento; cuando tras una desaparición muy prolongada en el tiempo 
o acaecida en circunstancias de especial peligro, a la misma se la declara legalmente 
fallecida, la declaración abre la sucesión hereditaria. 
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VI. MEDIDAS PROVISIONALES. 
 

Desaparecida una persona pueden surgir necesidades u obligaciones a las que solo el desaparecido 
puede responder, pudiéndose generar un grave perjuicio para él o para terceros en caso contrario. 
Para estas circunstancias especiales existe la posibilidad de solicitar ante el Juzgado competente 
la aplicación de unas medidas provisionales. Estas medidas provisionales vienen recogidas en el 
artículo 181 del CC, el cual dice que: 

 “En todo caso, desaparecida una persona de su domicilio o del lugar de su última residencia, 
sin haberse tenido en ella más noticias, podrá el Secretario judicial, a instancia de parte 
interesada o del Ministerio Fiscal, nombrar un defensor que ampare y represente al desaparecido 
en juicio o en los negocios que no admitan demora sin perjuicio grave. Se exceptúan los casos en 
que aquél estuviese legítimamente representado voluntariamente conforme al artículo 18312”. 

Se trata, por tanto, de adoptar únicamente las medidas más imprescindibles para que el patrimonio 
no experimente daño por su abandono, medidas de urgente intervención y que se justifican tanto 
por su interés como por el de sus familiares, presuntos herederos, acreedores, etc. 

Estas medidas pasan por el nombramiento de un Defensor del Desparecido, que actuará en defensa 
de los bienes abandonados por la persona desaparecida frente a terceros, siempre, tal y como dice 
el artículo citado, que aquél no estuviese legítimamente representado voluntariamente conforme 
al artículo 183 de CC. 

Como ya se ha señalado, éste procedimiento está regulado por la Ley de Jurisdicción Voluntaria, 
siendo su artículo 72 el que se refiere a las medidas provisionales a las que hace referencia el 
Código Civil. 

 “1. Si antes de iniciarse el expediente para la declaración de ausencia legal se hubiese adoptado 
alguna de las medidas reguladas en el Código Civil para los casos de desaparición, subsistirán 
hasta que tenga lugar dicha declaración, a no ser que el Secretario judicial, a instancia del 
interesado o del Ministerio Fiscal, estime conveniente modificarlas. 

2. Si no se hubiesen adoptado, podrá el Secretario judicial acordarlas con carácter provisional, 
en tanto no se ultime el expediente de ausencia”. 

Como se observa, el precepto citado no solo se refiere al caso de que ya estuvieran adoptadas 
medidas provisiones, las cuales podrán ser mantenidas o modificadas a instancia del interesado o 
del Ministerio Fiscal, si lo consideran conveniente, sino que también, en caso de no estar 
adoptadas, el Secretario Judicial (ahora denominado Letrado de la Administración de Justicia), 
podrá acordarlas con carácter provisional cuando lo considere necesario mientras se ultima el 
expediente de Declaración de Ausencia Legal. 

Esto es así porque el patrimonio (entendido como el conjunto de derechos y obligaciones) sigue 
siendo de la persona desaparecida, debiéndose proteger, así como defender sus derechos y hacer 
frente a sus obligaciones. Señalar que estamos ante una situación de carácter transitorio, por 
cuanto o bien el desaparecido vuelve y se hace cargo de su patrimonio o bien, transcurrido un 
tiempo, se habrá de promover la declaración de ausencia. 

 

 

 

                                                           
12 Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código Civil. Artículo 183 “…apoderado con 
facultades de administración de todos sus bienes o por apoderamiento de la administración de todos sus 
bienes”. 
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6.1 ¿QUIÉN PUDE SER DEFENSOR JUDICIAL DEL DESAPARECIDO? 
 

En este primer estadio, es el propio artículo 181 del CC quien nos señala qué personas, y en qué 
orden, pueden ser Defensor del Desaparecido, así nos dice que: 

“El cónyuge presente mayor de edad no separado legalmente será el representante y defensor 
nato del desaparecido; y por su falta, el pariente más próximo hasta el cuarto grado, también 
mayor de edad. En defecto de parientes, no presencia de los mismos o urgencia notoria, el 
Secretario judicial nombrará persona solvente y de buenos antecedentes, previa audiencia del 
Ministerio Fiscal. 

También podrá adoptar, según su prudente arbitrio, las medidas necesarias a la conservación 
del patrimonio.”  

El desarrollo de este precepto del Código Civil se recoge en el artículo 69 de la Ley 15/2015 de 2 
de julio de Jurisdicción Voluntaria, el cual explica cuál será el proceder para su nombramiento, 
refiriendo lo siguiente:  

“En los casos de desaparición de una persona, si se solicitare por parte legitimada o por el 
Ministerio Fiscal, conforme al artículo 181 del Código Civil, el nombramiento de un defensor, 
acreditados los requisitos que dicho precepto establece, se nombrará por el Secretario judicial 
defensor a quien corresponda, previa celebración de comparecencia en el plazo máximo de cinco 
días desde la presentación de la solicitud, a la que se citará a los interesados y al Ministerio 
Fiscal y se oirá a los testigos propuestos por el solicitante. 

En caso de urgencia por seguirse perjuicio si se esperase para el nombramiento hasta la 
celebración de la comparecencia, el Secretario judicial podrá designar de inmediato defensor a 
quien corresponda o a quien se proponga por el solicitante, así como adoptar medidas urgentes 
de protección del patrimonio del desaparecido, continuándose luego los trámites ordinarios del 
expediente que, en este caso, terminará por resolución por la que se ratifiquen o se revoquen el 
nombramiento y las medidas acordadas al inicio”. 

 Como se ve, el Legislador no ha dejado esta representación al libre albedrío, si bien el artículo 
69 de la Ley 15/2015 de Jurisdicción Voluntaria no hace mención explícita de quién puede ser el 
representante del desaparecido, si se refiere a que será nombrado conforme a los requisitos 
establecidos en al artículo 181 del CC, donde se sí se realiza una relación tasada de las personas 
que pueden ser nombradas Defensoras del Desaparecido, dejando siempre en último caso, cuando 
no es posible localizar a pariente alguno o la situación es de notoria urgencia, el nombramiento 
de persona solvente para tal menester por parte del Secretario Judicial, ahora denominado Letrado 
de la Administración de Justica, previa audiencia del Ministerio Fiscal.  

El propio artículo 69 de la LJV marca el plazo máximo de cinco días, desde la presentación de la 
solicitud, para nombrar Defensor del Desaparecido, pudiendo nombrarse de manera inmediata 
valorada la necesidad por el Secretario Judicial, ahora denominado Letrado de la Administración 
de Justicia, continuando con la tramitación del expediente y acordando mantener o cambiar al 
nombrado conforme a los requisitos establecidos.  

Sin embargo, su representación es de carácter limitado ya que solo se otorga para asuntos 
judiciales o extrajudiciales que no admiten demora sin perjuicio grave, estando la actuación del 
Defensor del Desaparecido sometida al control de la Autoridad Judicial. 

Existe poca reglamentación sobre esta figura, debiendo buscar soluciones a los problemas o dudas 
que surjan por analogía con otras figuras como la del mandatario, teniendo en cuenta que el 
Defensor del Desaparecido realiza una representación legal y el segundo voluntaria. 
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6.2 OBLIGACIONES DEL DEFENSOR JUDICIAL DEL DESAPARECIDO. 
 

Ni el Código Civil, ni la Ley de Enjuiciamiento Civil, ni tampoco la Ley de Jurisdicción 
Voluntaria dictan disposiciones respecto a las facultades y obligaciones del Defensor Judicial del 
Desaparecido, pero si seguimos la analogía entre el Defensor del Desaparecido y el Mandatario 
particular, encontramos varios preceptos de éste aplicables a la actuación de aquel. 

Así, podría ser de aplicación el artículo 1718 del Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que 
se publica el Código Civil, el cual señala que: 

“El mandatario queda obligado por la aceptación a cumplir el mandato, y responde de los daños 
y perjuicios que, de no ejecutarlo, se ocasionen al mandante”. 

También parece razonable de aplicación el artículo 1719 del CC: 

“En la ejecución del mandato ha de arreglarse el mandatario a las instrucciones del mandante. 
A falta de ellas, hará todo lo que, según la naturaleza del negocio, haría un buen padre de 
familia”. 

Por último, referiríamos los artículos 1725 y 1726 del CC. El primero de ellos dice que: 

“El mandatario que obre en concepto de tal no es responsable personalmente a la parte con 
quien contrata sino cuando se obliga a ello expresamente o traspasa los límites del mandato sin 
darle conocimiento suficiente de sus poderes”. 

El segundo refiere lo siguiente: 

“El mandatario es responsable, no solamente del dolo, sino también de la culpa, que deberá 
estimarse con más o menos rigor por los Tribunales según que el mandato haya sido o no 
retribuido”. 

Como se ve, los preceptos señalados bien pudieran aplicarse a la labor del Defensor Judicial del 
Desaparecido, el cual, cesará en sus funciones bien por aparición de la persona desaparecida o 
cuando se declare judicialmente la situación de Ausencia Legal, Fallecimiento Legal, o Muerte 
cierta de la persona inicialmente desaparecida o cuando termine el cargo para el que fue 
designado. Ante estos eventos, cesan las funciones del defensor y éste tendrá que rendir cuentas 
al aparecido o sus herederos. 

 

6.3 REGISTRO DE LA DESAPARICIÓN Y REPRESENTACIÓN DEL 
DESAPARECIDO. 
 

En relación a la posibilidad de anotación en el Registro Civil de la situación de desaparición de 
una persona, como como ya se ha citado, esto será posible a partir de la entrada en vigor de la Ley 
del Registro Civil 20/2011, de 21 de julio, que se producirá el 30 de junio de 2017, la cual recoge, 
en su Capítulo Tercero, sobre tipos de asientos, artículo 40 dedicado a las anotaciones registrales, 
punto 3 apartado 7º, la desaparición como una situación que es posible de anotación, siendo esto 
una novedad respecto a la Ley del Registro Civil, de 8 de junio de 1957, la cual si recoge la 
inscripción de la situación de ausencia y fallecimiento.  

Esta posibilidad de anotación no solo está prevista en la Ley del Registro Civil, como se ha 
señalado, también el artículo 198 del CC establece esta posibilidad, una vez modificado por el 
apartado cuarenta y cuatro de la disposición final primera de la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la 
Jurisdicción Voluntaria, tal y como se ha explicado anteriormente. 

En cuanto a la anotación de la declaración de Defensor del Desaparecido, encontramos en la Ley 
de 8 de junio de 1957, del Registro Civil (Vigente hasta el 30 de junio de 2017), en su Capítulo 
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IV de la Nacionalidad y Vecindad Civil, Sección 4.ª De tutelas y representaciones legales artículo 
89, una referencia clara a esta posibilidad en su párrafo segundo. 

“La representación del ausente se inscribirá en el Registro del lugar en que se haya declarado 
la ausencia. La del defensor del desaparecido, en el lugar en que se constituye la defensa”. 

Así mismo, aunque no está recogida expresamente la posibilidad de anotación en el Registro de 
la Propiedad la situación de Desaparecido, sí recogiendo la situación de Ausencia y Fallecimiento, 
el artículo 2 apartado 4º del Decreto de 8 de febrero de 1946, por el que se aprueba la nueva 
redacción oficial de la Ley Hipotecaria, señala que pude inscribirse cualesquiera otras 
circunstancias por las que se modifique la capacidad civil de las personas en cuanto a la libre 
disposición de sus bienes, por lo que, entendiendo que la Declaración de Desaparecido pudiera 
ser una de ellas, tal y como lo prevé el artículo 198 del CC al señalar que en el Registro Civil se 
harán constar las declaraciones de desaparición, ausencia legal y de fallecimiento, debería ser 
posible también su inscripción en el citado Registro. 
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VII. DECLARACIÓN DE AUSENCIA LEGAL. 
 

En primer lugar, recordar que el Juzgado competente para conocer del expediente de declaración 
de ausencia lo será el Juzgado de Primera Instancia del último domicilio de la persona 
desaparecida, o, en su defecto, el de su última residencia (salvo en los casos especiales recogidos 
en el artículo 194 del Código Civil) tal y como lo señala el artículo 68 de la Ley 15/2015, de 2 de 
julio, de la Jurisdicción Voluntaria, el cual refiere lo siguiente en su apartado primero: 

“1. En la declaración de ausencia y fallecimiento, será competente el Juzgado de Primera 
Instancia del último domicilio de la persona de cuya declaración de ausencia o fallecimiento se 
trate, o, en su defecto, el de su última residencia. No obstante, lo anterior, si se tratara de la 
declaración de fallecimiento en los supuestos de los apartados 2 y 3 del artículo 194 del Código 
Civil, será competente, en relación con todos los afectados, el Juzgado de Primera Instancia del 
lugar del siniestro. Si éste hubiera acaecido fuera del territorio español, será competente, 
respecto de los españoles y de las personas residentes en España, el del lugar donde se inició el 
viaje; y si éste se hubiera iniciado en el extranjero, el del lugar correspondiente al domicilio o 
residencia en España de la mayoría de los afectados. Cuando la competencia no se pudiera 
determinar conforme a los criterios anteriores, será competente el Juzgado de Primera Instancia 
del lugar del domicilio o residencia de cualquiera de ellos”. 

Como se ha indicado, el procedimiento se ha de instar ante el Juzgado de Primera Instancia 
competente, siendo los Letrados de la Administración de Justicia los encargados del impulso y la 
dirección de estos expedientes, tal y como se recoge en punto VII del Preámbulo de la Ley 
15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria, cuando dice que: 

 “Al Secretario judicial incumbirá el impulso del expediente de jurisdicción voluntaria dentro de 
sus funciones de dirección técnica procesal, así como dictar las resoluciones interlocutorias que 
sean precisas. Para el desempeño de esta labor cuentan con la posibilidad legal, expresamente 
prevista en el artículo 438.3 y 5 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de utilizar los servicios 
comunes de las oficinas judiciales. Asimismo, el Secretario judicial va a encargarse de la decisión 
de algunos expedientes en los que se pretende obtener la constancia fehaciente sobre el modo de 
ser de un determinado derecho o situación jurídica, y siempre que no implique reconocimiento 
de derechos subjetivos: cumplen estas condiciones el nombramiento de defensor judicial o la 
declaración de ausencia y de fallecimiento –entre los expedientes en materia de personas–.” 

Esta labor de los Letrados de la Administración de Justicia está acorde con las funciones 
establecidas para éstos en la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación 
procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial. Materializándose, de este modo, la 
previsión recogida en el artículo 456 de la LOPJ, que otorga competencias al Secretario judicial, 
ahora denominado Letrado de la Administración de Justicia, en materia de jurisdicción voluntaria 
cuando así lo prevean las leyes procesales. 

Señalar así mismo que, para la tramitación de los expedientes de declaración de ausencia y 
fallecimiento, no es preceptiva la intervención de Abogado ni Procurador, tal y como señala el 
artículo 68 de la Ley 15/2015 de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria en su apartado 4º,  pero 
hay ciertas diligencias, plazos y complicaciones que pudieran sobrevenir, que hacen 
recomendable contar con la intervención de un abogado en su tramitación. Tampoco es necesario 
haber solicitado con antelación medidas provisionales, ni haber nombrado un Defensor Judicial 
del Desaparecido, siendo requisitos imprescindibles, de una parte, la solicitud de las personas 
obligadas o facultadas, y de otra, el transcurso de los plazos legales.  
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7.1 ¿CUÁNDO INSTAR EL PROCEDIMIENTO DE AUSENCIA LEGAL?    
 

Indicado en el apartado anterior quien será el Juzgado competente para conocer del procedimiento 
de Declaración de Ausencia Legal, nos centraremos en este apartado en explicar en qué momento 
se puede iniciar los trámites del mismo. 

Es el artículo 183 del CC quien nos indica el tiempo que ha de transcurrir desde la desaparición 
de una persona, o desde que se tuvieron las últimas noticias de ella, para poder instar el 
procedimiento de Declaración de Ausencia Legal, así el citado precepto señala que: 

“Se considerará en situación de ausencia legal al desaparecido de su domicilio o de su última 
residencia: 

¾ Primero. Pasado un año desde las últimas noticias o a falta de éstas desde su 
desaparición, si no hubiese dejado apoderado con facultades de administración de todos 
sus bienes. 

¾ Segundo. Pasados tres años, si hubiese dejado encomendada por apoderamiento la 
administración de todos sus bienes. 

La muerte o renuncia justificada del mandatario, o la caducidad del mandato, determina la 
ausencia legal, si al producirse aquéllas se ignorase el paradero del desaparecido y hubiere 
transcurrido un año desde que se tuvieron las últimas noticias, y, en su defecto, desde su 
desaparición. Inscrita en el Registro Civil la declaración de ausencia, quedan extinguidos de 
derecho todos los mandatos generales o especiales otorgados por el ausente”. 

Como se observa de la lectura del artículo 183 del CC, se debe esperar al menos un año desde la 
desaparición o falta de noticias de una persona para poder instar el procedimiento de Declaración 
de Ausencia Legal, sin olvidar la existencia de circunstancias especiales que acortan los plazos 
para la Declaración de Fallecimiento Legal y que estudiaremos más adelante, o las medidas 
provisionales ya estudiadas. 

El punto segundo del artículo estira ese plazo de un año hasta los tres, siempre que la persona 
desaparecida hubiera nombrado, mediante apoderamiento, a una persona como administrador de 
todos sus bienes. Esta situación también es citada en el artículo 181 del CC cuando se refiere al 
nombramiento de Defensor del Desaparecido, y esto es así porque el principal objetivo de la 
Declaración de Ausencia Legal es la de representación de la persona ausente, con la finalidad de 
proteger y defender su patrimonio y sus derechos, así como la de cumplir con sus obligaciones, 
circunstancia que se entiende cubierta en los casos en los que existe administrador nombrado de 
acuerdo a la Ley.  

Señalar que esa dilación en el tiempo solo alcanza hasta los tres años desde su desaparición o 
desde que se tuvieron sus últimas noticias, independientemente del tipo de apoderamiento que 
ostente el administrador, por lo tanto, alcanzados los tres años desde su desaparición o últimas 
noticias, se habrá de instar el procedimiento de ausencia legal. Así mismo, en caso de muerte o 
renuncia justificada del mandatario, o la caducidad del mandato, si hubiere transcurrido un año 
desde que se tuvieron las últimas noticias, y, en su defecto, desde su desaparición, inscrita en el 
Registro Civil la declaración de ausencia, quedan extinguidos de derecho todos los mandatos 
generales o especiales otorgados por el ausente.  

Es precisamente en este momento en el que la denuncia de la desaparición adquiere importancia, 
ya que es un documento que nos marca el momento de la desaparición, y por lo tanto el inicio del 
cómputo de los plazos. A falta de denuncia explicita, debemos de atender al tiempo transcurrido 
desde las últimas noticias, estando mayoritariamente aceptado que el plazo debe computarse 
desde la emisión de las noticias y no desde la recepción, ya que entre la emisión y la recepción 
pudo haber fallecido el ausente. 
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7.2 ¿QUIÉN PUEDE INSTAR EL PROCEDIMIENTO DE DECLARACIÓN DE 
AUSENCIA LEGAL? 
 

La desaparición de una persona o la falta de noticias de ésta, puede afectar a múltiples y distintos 
intereses, al patrimonio del propio desaparecido o al de terceros, etc., por lo que cualquiera que 
considere tener un interés legítimo sobre los bienes del desaparecido, y se vea afectado por su 
desaparición, podrá promover la Declaración de Ausencia, así lo establece el artículo 182 del 
Código Civil: 

 “Tiene la obligación de promover e instar la declaración de ausencia legal, sin orden de 
preferencia:  

¾ Primero. El cónyuge del ausente no separado legalmente.  

¾ Segundo. Los parientes consanguíneos hasta el cuarto grado.  

¾ Tercero. El Ministerio fiscal de oficio o a virtud de denuncia.  

Podrá, también, pedir dicha declaración cualquier persona que racionalmente estime tener sobre 
los bienes del desaparecido algún derecho ejercitable en vida del mismo o dependiente de su 
muerte”. 

De la lectura del precepto se observa como existen dos tipos de posibilidades. Por un lado, que el 
procedimiento sea instado por aquellas personas, que según el artículo tienen la obligación de 
hacerlo, tales como el cónyuge no separado y parientes hasta cuarto grado de consanguinidad o 
el Ministerio Fiscal. A estos, además, no se les señala orden alguno de preferencia, pudiendo 
cualquiera de ellos promover el procedimiento. Y, por otro lado, el último párrafo del artículo 182 
del CC, señala la posibilidad de que cualquier persona con algún derecho ejercitable en vida o 
dependiente de la muerte del desaparecido, también pude promover la Declaración de Ausencia, 
quedando en este caso a elección del afectado. 

Siguiendo con las personas legitimadas para promover la Declaración de Ausencia Legal, el 
artículo 68 de la Ley 15/2015 de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria también señala en su 
apartado 2º que: 

“Están legitimados para presentar la solicitud de los expedientes de declaración de ausencia y 
fallecimiento el Ministerio Fiscal, de oficio o en virtud de denuncia, el cónyuge del ausente no 
separado legalmente, la persona que esté unida por análoga relación de afectividad a la 
conyugal, los parientes consanguíneos hasta el cuarto grado y cualquier persona que 
fundadamente pueda tener sobre los bienes del desaparecido algún derecho ejercitable en vida 
del mismo o dependiente de su muerte. No obstante, la declaración de fallecimiento a que se 
refieren los apartados 2 y 3 del artículo 194 del Código Civil se realizará únicamente a instancia 
del Ministerio Fiscal”. 

Este precepto de la Ley de Jurisdicción Voluntaria, añade, a las personas con legitimidad para 
instar el procedimiento, a aquella persona que esté unida al desaparecido por análoga relación de 
afectividad a la conyugal. 

El precepto también señala que hay ciertas circunstancias en las que únicamente podrá 
promoverse el procedimiento a instancia del Ministerio Fiscal, tales como que perteneciendo el 
desaparecido a un contingente armado o unidos a él en calidad de funcionario auxiliar voluntario, 
o en funciones informativas, hayan tomado parte en operaciones de campaña y desaparecido en 
ellas luego que hayan transcurrido dos años, contados desde la fecha del tratado de paz, y en caso 
de no haberse concretado, desde la declaración oficial del fin de la guerra, así como cuando  
resulte acreditado que el desaparecido se encontraban a bordo de una nave cuyo naufragio o 
desaparición por inmersión en el mar se haya comprobado, o a bordo de una aeronave cuyo 
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siniestro se haya verificado y haya evidencias racionales de ausencia de supervivientes. Siendo 
esto lo que recogen los apartados 2 y 3 del artículo 194 del CC al que hace referencia. 

Como se puede observar, el artículo 182 CC distingue entre personas obligadas a instar la 
declaración, de otras simplemente facultadas, pero no establece qué consecuencia tendrá el 
incumplimiento de dicha obligación, mientras que el artículo 68 de la Ley de Jurisdicción 
Voluntaria simplemente se refiere a personas legitimadas para poder instar el procedimiento de 
ausencia legal, añadiendo dentro de éstas a la persona que esté unida al desaparecido por análoga 
relación de afectividad a la conyugal. 

 

7.3 LA SOLICITUD DE LA DECLARACIÓN DE AUSENCIA LEGAL. 
 
 
Una vez explicado ante quién, cuándo y quién puede instar o promover la declaración de ausencia 
legal, explicaremos en este punto como se ha de realizar la solicitud de la Declaración de Ausencia 
Legal. 

Es el artículo 70 de la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria el que nos señala 
los primeros pasos que debemos seguir, y nos dice que: 

1. La declaración de ausencia legal a que se refieren los artículos 182 a 184 del Código Civil, 
con el consiguiente nombramiento de representante del ausente, se instará por parte interesada 
o por el Ministerio Fiscal, aportando las pruebas precisas que acrediten la concurrencia en el 
caso de cuantos requisitos exige el mencionado Código para tal declaración. 

2. El Secretario judicial admitirá la solicitud y señalará día y hora para la comparecencia, que 
tendrá lugar en el plazo máximo de un mes, a la que citará al solicitante y al Ministerio Fiscal, 
así como a los parientes indicados en la solicitud inicial y a quienes consten en el expediente 
como interesados, y ordenará publicar dos veces la resolución de admisión mediante edictos, con 
intervalo mínimo de ocho días, en la forma establecida en la Ley de Enjuiciamiento Civil, en el 
«Boletín Oficial del Estado» y en el tablón del Ayuntamiento de la localidad en la que el ausente 
hubiere tenido su último domicilio. En el edicto se hará constar que podrá intervenir en la 
comparecencia cualquiera que pudiera tener interés en la declaración de ausencia. 

3. En estos expedientes, el Secretario judicial podrá adoptar de oficio o a instancia de interesado, 
con intervención del Ministerio Fiscal, cuantas medidas de averiguación e investigación 
considere procedentes, así como todas las de protección que juzgue útiles al desaparecido o 
ausente. 

4. Si en la comparecencia se propusiere la práctica de algún medio probatorio o actuación útil 
para la averiguación del paradero de la persona de que se trate en el expediente, el Secretario 
judicial podrá acordar su práctica posterior a la comparecencia”. 

Debemos recordar que, si antes de iniciarse el expediente para la declaración de ausencia legal se 
hubiese adoptado alguna de las medidas reguladas en el Código Civil para los casos de 
desaparición, subsistirán hasta que tenga lugar dicha declaración, a no ser que el Letrado de la 
Administración de Justicia, a instancia del interesado o del Ministerio Fiscal, estime conveniente 
modificarlas. Del mismo modo, si no se hubiesen adoptado, podrá el Secretario judicial acordarlas 
con carácter provisional, en tanto no se ultime el expediente de ausencia, tal y como señala el 
artículo 72, sobre medidas provisionales, de la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción 
Voluntaria. 

La situación de ausencia declarada implica un Decreto del Letrado de la Administración de 
Justicia, previo procedimiento de jurisdicción voluntaria, tramitado conforme a los artículos 68, 
70 ,71 ,72 y 73 de la LJV. 
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El artículo 70 de la Ley de Jurisdicción Voluntaria prevé que el solicitante aporte las pruebas 
precisas señaladas en los artículos 182,183 y 184 del CC, las cuales se refieren a las personas 
legitimadas para instar el procedimiento, el primero, el tiempo que ha de transcurrir desde la 
desaparición o últimas noticas de la persona para poder instarlo, el segundo, y las personas que 
pueden ser nombradas Defensor del Ausente, el tercero. 

Además, el Letrado de la Administración de Justicia admitirá la solicitud, celebrando una 
comparecencia ante él a la que serán citados el solicitante y el Ministerio Fiscal (en el plazo 
máximo de un mes desde la solicitud), así como a los parientes indicados en la solicitud inicial y 
quienes consten en el expediente como interesados.   

En cuanto a la publicidad, el propio artículo 70 de la Ley de Jurisdicción Voluntaria prevé que el 
Letrado de la Administración de Justicia, una vez recibida la solicitud con toda la documentación, 
y antes de realizar la correspondiente comparecencia con el solicitante, el Ministerio Fiscal, así 
como como con los parientes indicados en la solicitud inicial y con quienes consten en el 
expediente como interesados, dictará una resolución de admisión que ordenará publicar dos veces 
mediante edictos, con intervalo mínimo de ocho días, en la forma establecida en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, esto es, en el Boletín Oficial del Estado y en el tablón del Ayuntamiento de 
la localidad en la que el ausente hubiere tenido su último domicilio. En el edicto se hará constar 
que podrá intervenir en la comparecencia cualquiera que pudiera tener interés en la declaración 
de ausencia. 

Siguiendo con el contenido del artículo 70, el Letrado de la Administración de Justicia podrá 
adoptar de oficio o a instancia de interesado, con intervención del Ministerio Fiscal, cuantas 
medidas de averiguación e investigación considere procedentes, así como todas las de protección 
que juzgue útiles al desaparecido o ausente. También podrá acordar cualquier medio probatorio 
o actuación útil propuestos en la comparecencia, después de celebrada ésta. 

Practicadas las pruebas que se hayan estimado necesarias y finalizada la comparecencia, tal y 
como recoge el artículo 71 de la Ley 15/2015 de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria, el 
Letrado de la Administración de Justicia, si por el resultado de la prueba procediera, dictará 
Decreto de Declaración de Ausencia Legal y nombrará al Representante del Ausente con arreglo 
a lo dispuesto en el artículo 184 del Código Civil. 

 
7.4 ¿QUIÉN PUEDE SER REPRESENTANTE LEGAL DEL AUSENTE? 
 
 
El primer efecto de la declaración de ausencia es el nombramiento de un representante legal, al 
que se atribuyen diversas funciones. El artículo 184 del CC recoge una lista en la que presenta 
quién y en qué orden pueden ser declarados Representante Legal del Ausente, cuando nos dice 
que: 

 “Salvo motivo grave apreciado por el Secretario judicial, corresponde la representación del 
declarado ausente, la pesquisa de su persona, la protección y administración de sus bienes y el 
cumplimiento de sus obligaciones: 

¾ 1.º Al cónyuge presente mayor de edad no separado legalmente o de hecho. 
¾ 2.º Al hijo mayor de edad; si hubiese varios, serán preferidos los que convivían con el 

ausente y el mayor al menor. 
¾ 3.º Al ascendiente más próximo de menos edad de una u otra línea. 
¾ 4.º A los hermanos mayores de edad que hayan convivido familiarmente con el ausente, 

con preferencia del mayor sobre el menor. 
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En defecto de las personas expresadas, corresponde en toda su extensión a la persona solvente 
de buenos antecedentes que el Secretario judicial, oído el Ministerio fiscal, designe a su prudente 
arbitrio”. 

Es el artículo 71 de la Ley 15/2015 de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria, quien regula lo 
establecido en el artículo 184 del CC.  

“Artículo 71. Resolución y nombramiento de representante del ausente. 

 1. Practicadas las pruebas que se hayan estimado necesarias y finalizada la comparecencia, el 
Secretario judicial, si por el resultado de la prueba procediera, dictará Decreto de declaración 
legal de ausencia, nombrará al representante del ausente con arreglo a lo dispuesto en el artículo 
184 del Código Civil a quien le corresponderá la pesquisa de la persona del ausente, la 
protección y administración de sus bienes y el cumplimiento de sus obligaciones, y dispondrá 
cuanto proceda con arreglo a dicho Código, según el caso de que se trate. 

 2. Serán aplicables a los representantes dativos del ausente, en cuanto se adapten a su especial 
representación, las disposiciones establecidas en los Capítulos IV y VIII sobre nombramiento de 
los tutores, la aceptación, excusa y remoción de su cargo, la prestación de fianza y la fijación de 
su retribución, así como la obtención de autorizaciones y aprobaciones para la realización de 
determinados actos referidos a bienes y derechos del ausente, y su rendición de cuentas una vez 
concluida su gestión, que se tramitarán y decidirán por el Secretario judicial”. 

Señalar que resulta cuanto menos curioso que la Ley 15/2015 de 02 de julio, de la Jurisdicción 
Voluntaria, en su artículo 68, haya tenido en cuenta a aquella persona que esté unida al 
desaparecido por análoga relación de afectividad a la conyugal (pareja de hecho) a la hora de 
considerarla legitimada para poder instar el procedimiento de declaración de ausencia, pero en 
cambio, no la cita como persona posible de ser nombrada Representante Legal del Ausente. 

Dentro de los representantes del ausente cabe distinguir entre: representantes legítimos, que son 
los comprendidos dentro de los cuatro primeros apartados del artículo 184 del CC, y el 
representante dativo, que es el que nombra el Letrado de la Administración de Justicia, en defecto 
de las personas expresadas en dichos apartados, conforme al último párrafo de dicho artículo. 

Así mismo, en referencia a los representantes legítimos se debe distinguir entre representantes 
privilegiados, que son el cónyuge, los hijos y los ascendientes, y no privilegiados, los hermanos. 
El motivo de realizar esta distinción se manifiesta en cuestiones como la prestación de garantías 
o el tratamiento de la percepción de los productos líquidos, etc., señalados en el apartado 2º del 
artículo 71 de la Ley 15/2015 de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria. 
 

7.5 REGISTRO DE LA DECLARACIÓN DE AUSENCIA Y REPRESENTANTE 
DEL AUSENTE. 
 
 
La opinión dominante en la Doctrina considera la ausencia como un estado civil de la persona, en 
cuanto la somete a un régimen especial para el ejercicio de sus derechos y la administración de 
su patrimonio.  

Así lo entiende también el Código Civil, en su artículo 198 titulado “De la inscripción en el 
Registro Civil” 

“En el Registro Civil se harán constar las declaraciones de desaparición, ausencia legal y de 
fallecimiento, así como las representaciones legítimas y dativas acordadas, y su extinción.  

Asimismo, se anotarán los inventarios de bienes muebles y descripción de inmuebles que en este 
Título se ordenan; los Decretos de concesión y las escrituras de transmisiones y gravámenes que 



  
  
 

Implicaciones legales y procedimiento 
a seguir ante la desaparición de una persona. 
Derecho privado. 
 Dpto.: Derecho. [23] 21 de noviembre de 2016. 

efectúen los representantes legítimos o dativos de los ausentes; y la escritura de descripción o 
inventario de los bienes, así como de las escrituras de partición y adjudicación realizadas a virtud 

de la declaración de fallecimiento o de las actas de protocolización de los cuadernos 
particionales en sus respectivos casos13”. 

Esta referencia a la inscripción en Registro Civil de la Declaración de Ausencia tiene su reflejo, 
en la Ley de Jurisdicción Voluntaria en su artículo 77 titulado “Comunicación al Registro Civil”, 
cuando de una forma genérica se refiere a que se hará constar en el Registro Civil cuanto se 
previene en el artículo 198 del CC. 

“Se remitirá al Registro Civil todos los testimonios necesarios para hacer constar en él cuanto 
se previene en el artículo 198 del Código Civil”. 

Es por ello que la Ley del Registro Civil, de 8 de junio de 1957, la cual estará vigente hasta la 
entrada en vigor de la Ley 20/2011 de 21 de julio, lo cual se producirá el 30 de junio de 2017, 
recoge este estado en diferentes apartados. Así en su Preámbulo cita: 

“II. La presente Ley respeta el punto de vista clásico sobre la misión del Registro Civil, concebido 
como instrumento para la constancia oficial de la existencia, estado civil y condición de las 
personas. En relación a la Ley que se deroga, el nuevo sistema dará al Registro un carácter más 
amplio al recoger el contenido de los Registros de Tutelas y el de Ausentes, que carecían de razón 
suficiente para su existencia dispersa, y al llevar a su seno determinadas representaciones 
legales, pues es de interés general que de ellas haya una constancia pública… 

X. La Sección cuarta, «Tutelas y representaciones legales», absorbe el contenido del Registro de 
Tutelas y la parte del Registro central de Ausentes, que no comprende la Sección primera...  

IV. En el modo de extender los asientos se ha seguido, en beneficio de la claridad, un criterio 
simplificador. En el nuevo texto se sigue y desarrolla una idea fundamental en el sistema en 
curso: hacer del folio de nacimiento un cierto Registro particular de la persona, que tanto ha de 
facilitar la publicidad registral, ya que bastará saber el lugar de su nacimiento para poder 
conocer los asientos del Registro que a ella se refieren. Tal finalidad se conseguirá no sólo por 
medio de las notas de referencia, sino, también, por practicarse al margen de la inscripción de 
nacimiento, la propia inscripción de los hechos relativos a la nacionalidad y vecindad, a la 
declaración de ausencia y fallecimiento, y otros. Sin embargo, razones evidentes de índole 
práctica o de claridad formal y competencia técnica han aconsejado que el folio de nacimiento 
no sea un perfecto Registro particular, admitiendo la existencia de folios separados, sólo conexos 
con el de nacimiento por las oportunas referencias...” 

Más adelante, en su Título I, Disposiciones Generales, varios de sus artículos se refieren a esta 
circunstancia. Así, su artículo primero, el cual recoge que en el Registro Civil se inscribirán los 
hechos concernientes al estado civil de las personas y aquellos otros que determina la Ley, cita 
expresamente en su apartado sexto a las Declaraciones de Ausencia o Fallecimiento. 

Su artículo quinto establece, que las inscripciones relativas a la ausencia, declaración de 
fallecimiento y tutelas producen los efectos establecidos en esta Ley y los que el Código Civil 
señala para la toma de razón en el Registro de Tutelas y en el Central de Ausentes. 

Ya en la Sección 4º titulada “Delas Tutelas y Representaciones Legales”, nos dicie en su artículo 
cuarenta y seis que son inscribibles la adopción, las modificaciones judiciales de capacidad, entre 
las que cita la Declaración de Ausencia, estableciendo que se inscribirán al margen de la 
correspondiente inscripción de nacimiento. 

                                                           
13 Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código Civil. Artículo 198 redactado por el 
apartado cuarenta y cuatro de la disposición final primera de la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la 
Jurisdicción Voluntaria. («B.O.E.» 3 julio). Vigencia: 23 julio 2015. 
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El artículo ochenta y ocho nos dice que en la en la Sección 4.ª se inscriben el Organismo tutelar 
y las demás representaciones legales que no sean de personas jurídicas y sus modificaciones. 

En esta sección también se harán constar por anotación los hechos y circunstancias que conforme 
al Código Civil constituyen el contenido del Registro de Tutelas y el Central de Ausentes cuando 
con arreglo a esta Ley no sean objeto de inscripción. 

También el artículo ochenta y nueve refiere que la representación del ausente se inscribirá en el 
Registro del lugar en que se haya declarado la ausencia, mientras que la del Defensor del 
Desaparecido, en el lugar en que se constituye la defensa. 

Como ya hemos señalado, esta Ley de 1857 será reemplazada por la Ley del Registro Civil 
20/2011de 21 de julio, la cual se encuentra en un periodo de “vacatio legis”, y cuya entrada en 
vigor está prevista para el 30 de junio de 2017, donde también se prevé la inscripción de la 
Declaración de Ausencia en el registro individual de la persona, así como, el nombramiento de 
Representante, artículo 74.   

“1. Tienen acceso al registro individual la representación del ausente y la designación de 
defensor judicial en el caso previsto en el artículo 299 bis14 del Código Civil. 

2. Igualmente, podrá tener acceso al Registro Civil cualquier representación que se otorgue 
mediante nombramiento especial y comprenda la administración y guarda de un patrimonio. 

Considero así mismo de interés la inscripción de la Declaración Legal Ausente en el Registro de 
la Propiedad, tal y como lo señala el Decreto de 8 de febrero de 1946, por el que se aprueba la 
nueva redacción oficial de la Ley Hipotecaria, en su artículo 2 apartado 4º, referido al Registro 
de la Propiedad y de los Títulos sujetos a inscripción, el cual nos dice que serán objeto de registro 
las resoluciones judiciales en que se declare la incapacidad legal para administrar, haciendo 
referencia expresa a la ausencia. 

Otro de los Registros en los pudiera ser de interés la inscripción de la Declaración Legal de 
Ausencia es en el Registro Mercantil. Según el Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por el que 
se aprueba el Reglamento del Registro Mercantil, atendiendo a lo cito en su artículo 111. 

La razón de dejar constancia en cuantos Registros el declarado ausente tuviera algún derecho es 
clara, por un lado, para salvaguarda su patrimonio frente a posibles actos de terceros que pudieran 
menoscabarlos, enajenarlos, etc., sin el conocimiento y la autorización de quien fuera su 
Representante Legal, y por otro lado, tener conocimiento de cualquier acto que pudiera hacer el 
declarado ausente, lo que motivaría la realización de las pesquisas pertinentes tendentes a 
acreditar su existencia, que de ser cierta dejaría sin efecto la Declaración Legal de Ausencia.  
 

7.6 FACULTADES Y OBLIGACIONES DEL REPRESENTANTE DEL 
AUSENTE. 
 

Una vez designado, al Representante del Ausente le corresponde la representación del declarado 
ausente, la pesquisa de su persona, la protección y administración de sus bienes y el cumplimiento 
de sus obligaciones. 

Estamos, pues, frente a un supuesto de representación legal, esto es, que las facultades y 
atribuciones del representante derivan directamente de la ley, y de una representación general, en 
                                                           
14 Cuando se tenga conocimiento de que una persona debe ser sometida a tutela o curatela y en tanto no 
recaiga resolución judicial que ponga fin al procedimiento, asumirá su representación y defensa el 
Ministerio Fiscal. En tal caso, cuando además del cuidado de la persona hubiera de procederse al de los 
bienes, el Secretario judicial podrá designar un defensor judicial que administre los mismos, quien deberá 
rendirle cuentas de su gestión una vez concluida. 
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el sentido de que el representante debe asumir funciones y decisiones que corresponderían al 
declarado ausente si se encontrare presente, con excepción de las personalísimas. 

La referencia recogida en el artículo 184 del CC, en relación “a la pesquisa de su persona”, 
significa que el Representante del Ausente debe continuar con la búsqueda del desaparecido, 
tratando de localizar su paradero, tener noticias de él, o, en su caso, noticias de su fallecimiento 
cierto. 

Las obligaciones básicas del Representante del Ausente consisten en inventariar y administrar 
correctamente los bienes que conforman el patrimonio del ausente, obteniendo los rendimientos 
normales de aquellos.  

Como se ha señalado en el apartado dedicado a quién puede ser Representante del Ausente, cabe 
distinguir entre representantes legítimos privilegiados y los no privilegiados, y los representantes 
dativos, los cuales deben prestar la garantía o fianza que el Letrado de la Administración de 
Justicia considere pertinente, tal y como se recoge en el puno 2º del artículo 185 del CC.  

“El representante del declarado ausente quedará atenido a las obligaciones siguientes: 

1.ª Inventariar los bienes muebles y describir los inmuebles de su representado. 

2.ª Prestar la garantía que el Secretario judicial prudencialmente fije. Quedan 
exceptuados los comprendidos en los números 1.º, 2.º y 3.º del artículo precedente. 

3.ª Conservar y defender el patrimonio del ausente y obtener de sus bienes los 
rendimientos normales de que fueren susceptibles. 

4.ª Ajustarse a las normas que en orden a la posesión y administración de los bienes del 
ausente se establecen en la Ley Procesal Civil. 

Serán aplicables a los representantes dativos del ausente, en cuanto se adapten a su especial 
representación, los preceptos que regulan el ejercicio de la tutela y las causas de inhabilidad, 
remoción y excusa de los tutores”. 

La referencia realizada en su apartado 2º, en relación a los comprendidos en los números 1.º, 2.º 
y 3.º del artículo 184 del CC, comprende al número 1º al cónyuge presente mayor de edad no 
separado legalmente o de hecho, los comprendidos en el número 2.º al hijo mayor de edad; si 
hubiese varios, serán preferidos los que convivían con el ausente y el mayor al menor, y los 
comprendidos en el número 3º hace referencia al ascendiente más próximo de menos edad de una 
u otra línea. 

En relación al inventario señalado en el apartado 1º del artículo 185 del CC, indicar que no se 
exige la tasación de los bienes, sino una relación y descripción de los mismos. Sobre este 
particular, el artículo 73 de la Ley de Jurisdicción Voluntaria, en referencia a lo establecido en el 
precepto del Código Civil citado, señala, al referirse al inventario, que se practicará en el mismo 
expediente con intervención del Ministerio Fiscal y de todos los interesados, haciéndose constar, 
asimismo, las deudas u obligaciones pendientes del ausente. 

Pero no solo el artículo 185 del CC distingue entre representantes legítimos privilegiados, 
representantes legítimos no privilegiados y representantes dativos, el artículo 186 del CC también 
hace referencia a esta distinción, dando a los primeros amplias facultades de administración. 

“Los representantes legítimos del declarado ausente comprendidos en los números 1.º, 2.º y 3.º 
del artículo 184 disfrutarán de la posesión temporal del patrimonio del ausente y harán suyos los 
productos líquidos en la cuantía que el Secretario judicial señale, habida consideración al 
importe de los frutos, rentas y aprovechamientos, número de hijos del ausente y obligaciones 
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alimenticias para con los mismos, cuidados y actuaciones que la representación requiera, 
afecciones que graven al patrimonio y demás circunstancias de la propia índole. 

Los representantes legítimos comprendidos en el número 4.º del expresado artículo disfrutarán, 
también, de la posesión temporal y harán suyos los frutos, rentas y aprovechamientos en la 
cuantía que el Secretario judicial señale, sin que en ningún caso puedan retener más de los dos 
tercios de los productos líquidos, reservándose el tercio restante para el ausente, o, en su caso, 
para sus herederos o causahabientes. 

Los poseedores temporales de los bienes del ausente no podrán venderlos, gravarlos, 
hipotecarlos o darlos en prenda, sino en caso de necesidad o utilidad evidente, reconocida y 
declarada por el Secretario judicial, quien, al autorizar dichos actos, determinará el empleo de 
la cantidad obtenida”. 

Así mismo, el artículo 71 de la Ley 15/2015 de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria, en su 
apartado 2º señala que: 

“Serán aplicables a los representantes dativos del ausente, en cuanto se adapten a su especial 
representación, las disposiciones establecidas en los Capítulos IV y VIII sobre nombramiento de 
los tutores, la aceptación, excusa y remoción de su cargo, la prestación de fianza y la fijación de 
su retribución, así como la obtención de autorizaciones y aprobaciones para la realización de 
determinados actos referidos a bienes y derechos del ausente, y su rendición de cuentas una vez 
concluida su gestión, que se tramitarán y decidirán por el Secretario judicial”, marcando esa 
diferenciación ya indicada por el Código Civil. 

No debemos olvidar, así mismo, lo expresado en el apartado 2º del artículo 188 del CC, el cual 
hace referencia al caso de que se presentara un tercero acreditando documento fehaciente de haber 
adquirido un bien del ausente, por compra u otro título. En ese caso, este apartado 2º del artículo 
188 del CC nos dice que cesará la representación respecto de dicho bien, quedando el mismo a 
disposición de su nuevo titular. 

Sobre esta situación tan particular la doctrina señala que, ese documento fehaciente, dependiendo 
de la fecha de otorgamiento, si es posterior a la declaración de ausencia, sirva de base al Letrado 
de la Administración de Justica para poner fin a la situación de ausencia, entendiendo dicho acto 
como noticia cierta de la existencia del ausente, siempre que desde la emisión del documento no 
haya transcurrido el plazo legal para poder nuevamente declarar la ausencia legal de la persona. 
(De Castro). 

Sin embargo, el artículo 188.2º deja abierta una cuestión que no soluciona, la de cómo resolver 
aquellos casos en los que, existiendo buena fe, el acto de disposición efectuado por el ausente sea 
incompatible con el realizado por el Representante con la previa autorización judicial, ya que, por 
ejemplo, un bien puede haberse vendido a persona distinta a la señalada por el ausente. Ante esta 
situación, la doctrina (Cabanillas) responde que debe prevalecer la disposición efectuada por el 
representante en aras a la apariencia creada por la declaración de ausencia inscrita. 

El Decreto de 14 de noviembre de 1958, por el que se aprueba el Reglamento para la aplicación 
de la Ley del Registro Civil, en su Capítulo IV de la Sección de Tutelas y Representaciones 
Legales nos dice en su Sección Primera sobre las Inscripciones, lo siguiente:  

“Artículo 283 

Son objeto de inscripción los cargos tutelares o de la curatela, sus modificaciones y las medidas 
judiciales sobre guarda o administración, o sobre vigilancia o control de aquellos cargos. 

También son inscribibles los cargos de Albacea, Depositario, Administrador e Interventor 
judiciales, Síndico o cualesquiera otros representantes que tengan nombramiento especial y 
asuman la administración y guarda de un patrimonio. 
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Artículo 287  

El folio registral de cada tutela, curatela o representación legal se abrirá con la inscripción 
primeramente obligatoria relativa a la misma; respecto de las posteriores se aplicará lo 
establecido sobre inscripciones marginales. 

El Encargado del Registro, inmediatamente de practicada la inscripción principal, determinará 
el número de páginas que ha de comprender el folio, haciéndolo así constar al pie de la última 
asignada por diligencia en la que se referirá a la inscripción principal. 

El organismo tutelar para varios hermanos será objeto de inscripciones únicas. 

La inscripción tutelar de representación legal del ausente se practicará en el folio abierto para 
el defensor, si hubiera precedido la de este cargo. 

Artículo 288 

En la primera inscripción se expresarán las menciones de identidad del pupilo o de los que, con 
anterioridad a la constitución de la representación, eran titulares de los patrimonios a ella 
sujetos. En los asientos marginales se expresarán sólo los nombres y apellidos. 

En la primera o a su margen se hará referencia a la de su nacimiento y a la de incapacitación, 
declaración de ausencia, muerte u otro hecho que motivó la representación legal. 

También, por nota marginal se hará referencia, en su día a la inscripción del hecho que implique 
la extinción de la tutela, curatela o representación, cuando se practique en distinto folio registral. 

Artículo 289 

En la inscripción se expresará especialmente: 

1.º La naturaleza de los cargos, y si la representación incumbe a varias personas y en qué medida. 

2.º Parentesco con el tutelado o representado, cuando sea la razón del nombramiento. 

3.º Facultades de representación conferidas en el título de nombramiento y las limitaciones, 
igualmente impuestas, si no constan en la inscripción del hecho que motiva la representación 
legal. 

4.º Fecha de toma de posesión. 

En la inscripción de modificación se expresará el alcance de ésta”. 

La Sección Segunda del mismo Capítulo IV del RRC, nombrado como “De las Anotaciones”, 
recoge que:  

“Artículo 290  

Se hará constar por anotación: 

1.º La existencia del inventario o descripciones de bienes formados por el tutor o defensor del 
desaparecido y la de inventarios, descripción de bienes, escrituras de transmisiones y 
gravámenes o de participación o adjudicación y actas de protocolización a que se refiere 
el artículo 198 del Código Civil. 

2.º La presentación o modificación de la garantía o fianza exigida al tutor. 

3.º La declaración, en su caso, de que se han compensado frutos por alimentos. 

4.º La rendición de cuentas por el tutor. 
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Las cuentas serán depositadas en la oficina del Registro y con ellas se formarán legajos 
especiales ordenados por organismos tutelares, que se conservarán durante ciento cincuenta 
años. 

Artículo 291 

Están obligados a promoverlas sin demora: 

1.º El Juez. 

2.º El tutor o curador. 

3.º El defensor del desaparecido o representante legal del ausente. 

4.º El Ministerio Fiscal. 

Las autoridades y funcionarios a quienes consten, por razón de sus cargos, los hechos no 
anotados, están obligados a comunicarlos al Ministerio Fiscal. 

Artículo 292 

Estas anotaciones pueden practicarse en virtud de testimonio de la resolución judicial oportuna 
o de parte enviado oficialmente por el funcionario autorizante. 

En ellas constarán especialmente: 

1.º En sus casos, las menciones de identidad de los comparecientes y de los otorgantes y lugar, 
fecha y funcionario autorizante. 

2.º En las de inventarios y participaciones, el valor total que en el título se asigne a los bienes. 

3.º En las de transmisiones y gravámenes, el auto de concesión de la licencia judicial, y 

4.º En la de prestación de fianza, la clase de bienes en que se haya constituido y, si es personal, 

las menciones de identidad de los fiadores”. 
Como se ve, no solo se ha de registrar la situación legal de ausencia y el nombramiento de 
Representación del Ausente, sino que también se ha de anotar el inventario de los bienes del 
desaparecido y declarado ausente y cualquier incidencia en relación con la representación del 
mismo 

7.7 ALGUNOS EFECTOS COMO CONSECUENCIA DE LA DECLARACIÓN 
JUDICIAL DE AUSENCIA. 
 

La declaración legal de ausencia acarrea con ella diversas consecuencias que afectan a diferentes 
situaciones, y por lo tanto a distintas vertientes del Derecho, pero solo citaremos alguna de ellas, 
aquellas más comunes o probables. 

Uno de los primeros efectos que produce la declaración de ausencia legal, una vez inscrita ésta en 
el Registro Civil, es la extinción de derecho de todos los mandatos, generales o especiales, 
otorgados por el ausente, tal y como lo recoge el apartado último del artículo 183 del CC. 

“La muerte o renuncia justificada del mandatario, o la caducidad del mandato, determina la 
ausencia legal, si al producirse aquéllas se ignorase el paradero del desaparecido y hubiere 
transcurrido un año desde que se tuvieron las últimas noticias, y, en su defecto, desde su 
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desaparición. Inscrita en el Registro Civil la declaración de ausencia, quedan extinguidos de 
derecho todos los mandatos generales o especiales otorgados por el ausente”15. 

Otros efectos los encontramos en lo dispuesto en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil (Vigente hasta el 30 de junio de 2017), en su Libro IV De los Procesos Especiales, Título I 
dedicado a los Procesos Sobre Capacidad, Filiación, Matrimonio y Menores, Capitulo I. 

Así, el artículo 749 del Capítulo indicado, señala preceptiva la intervención del Ministerio Fiscal 
en los procesos especiales relativos a la capacidad, la filiación, el matrimonio y los menores, 
refiriéndose en su apartado 2º a aquellos procesos en los que algún interesado en ellos esté en 
situación de ausencia legal. 

“1. En los procesos sobre la capacidad de las personas, en los de nulidad matrimonial, en los de 
sustracción internacional de menores y en los de determinación e impugnación de la filiación 
será siempre parte el Ministerio Fiscal, aunque no haya sido promotor de los mismos ni deba, 
conforme a la Ley, asumir la defensa de alguna de las partes. El Ministerio Fiscal velará durante 
todo el proceso por la salvaguarda del interés superior de la persona afectada. 

2. En los demás procesos a que se refiere este título será preceptiva la intervención del 
Ministerio Fiscal, siempre que alguno de los interesados en el procedimiento sea menor, 
incapacitado o esté en situación de ausencia legal”. 

Igualmente, el artículo 751, referido a la Indisponibilidad del objeto del proceso, en su apartado 
2 1º señala la necesidad de prestar conformidad por parte del Ministerio Fiscal para dar eficacia 
al desistimiento. 

“1. En los procesos a que se refiere este título no surtirán efecto la renuncia, el allanamiento ni 
la transacción. 

2. El desistimiento requerirá la conformidad del Ministerio Fiscal, excepto en los casos 
siguientes: 

1.º En los procesos de declaración de prodigalidad, así como en los que se refieran a filiación, 
paternidad y maternidad, siempre que no existan menores, incapacitados o ausentes interesados 
en el procedimiento. 

2.º En los procesos de nulidad matrimonial por minoría de edad, cuando el cónyuge que contrajo 
matrimonio siendo menor ejercite, después de llegar a la mayoría de edad, la acción de nulidad. 

3.º En los procesos de nulidad matrimonial por error, coacción o miedo grave. 

4.º En los procesos de separación y divorcio. 

3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, las pretensiones que se formulen en los 
procesos a que se refiere este Título y que tengan por objeto materias sobre las que las partes 
puedan disponer libremente, según la legislación civil aplicable, podrán ser objeto de renuncia, 
allanamiento, transacción o desistimiento, conforme a lo previsto en el capítulo IV del Título I 
del Libro I de esta Ley”. 

También la declaración de ausencia legal faculta al cónyuge a poder presentar solicitud de 
separación de bienes, tal y como se recoge en el artículo 189 del CC. 

“El cónyuge del ausente tendrá derecho a la separación de bienes”. 

                                                           
15 Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código Civil, Párrafo final del artículo 183 
redactado por el apartado treinta y seis de la disposición final primera de la Ley 15/2015, de 2 de julio, 
de la Jurisdicción Voluntaria («B.O.E.» 3 julio). Vigencia: 23 julio 2015. 
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Continuando con la administración de la sociedad de gananciales, los artículos del Código Civil 
1387, 1388, 1389 también facultan al cónyuge presente a la administración y disposición de la 
sociedad de gananciales. 

Artículo 1387 

“La administración y disposición de los bienes de la sociedad de gananciales se transferirá por 
ministerio de la ley al cónyuge que sea tutor o representante legal de su consorte”. 

Artículo 1388 

“Los Tribunales podrán conferir la administración a uno solo de los cónyuges cuando el otro se 
encontrare en imposibilidad de prestar consentimiento o hubiere abandonado la familia o 
existiere separación de hecho”. 

Artículo 1389 

“El cónyuge en quien recaiga la administración en virtud de lo dispuesto en los dos artículos 
anteriores tendrá para ello plenas facultades, salvo que el Juez, cuando lo considere de interés 
para la familia, establezca cautelas o limitaciones. 

En todo caso, para realizar actos de disposición sobre inmuebles, establecimientos mercantiles, 
objetos preciosos o valores mobiliarios, salvo el derecho de suscripción preferente, necesitará 
autorización judicial”. 

Artículo 1393 

“También concluirá por decisión judicial la sociedad de gananciales, a petición de uno de los 
cónyuges, en alguno de los casos siguientes: 

1. º Haber sido el otro cónyuge judicialmente incapacitado, declarado pródigo, ausente16 o en 
quiebra o concurso de acreedores, o condenado por abandono de familia. 

Para que el Juez acuerde la disolución bastará que el cónyuge que la pidiere presente la 
correspondiente resolución judicial…”. 

En relación al Régimen de Participación, el Código Civil, señala en su artículo 1415 que la misma 
se extingue en los casos prevenidos para la sociedad de gananciales, aplicándose lo dispuesto en 
los artículos 1394 y 1395. 

Como no puede ser de otra manera, también se producen efectos sobre el ejercicio de la patria 
potestad por el cónyuge del declarado ausente, recogiendo el Código Civil esta situación en su 
artículo 156.  

“La patria potestad se ejercerá conjuntamente por ambos progenitores o por uno solo con el 
consentimiento expreso o tácito del otro. Serán válidos los actos que realice uno de ellos 
conforme al uso social y a las circunstancias o en situaciones de urgente necesidad. 

En caso de desacuerdo, cualquiera de los dos podrá acudir al Juez, quien, después de oír a ambos 
y al hijo si tuviera suficiente madurez y, en todo caso, si fuera mayor de doce años, atribuirá la 
facultad de decidir al padre o a la madre. Si los desacuerdos fueran reiterados o concurriera 
cualquier otra causa que entorpezca gravemente el ejercicio de la patria potestad, podrá 
atribuirla total o parcialmente a uno de los padres o distribuir entre ellos sus funciones. Esta 
medida tendrá vigencia durante el plazo que se fije, que no podrá nunca exceder de dos años.  

                                                           
16 La expresión "declarado pródigo, ausente" contenida en el número 1º del artículo 1393, ha sido 
introducida por L.O. 1/1996, 15 enero («B.O.E.» 17 enero), de Protección Jurídica del Menor, en sustitución 
de la anterior "declarado ausente". 
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En los supuestos de los párrafos anteriores, respecto de terceros de buena fe, se presumirá que 
cada uno de los progenitores actúa en el ejercicio ordinario de la patria potestad con el 
consentimiento del otro. 

En defecto o por ausencia, incapacidad o imposibilidad de uno de los padres, la patria potestad 
será ejercida exclusivamente por el otro…” 

En el caso de que el ausente fuera viudo, y ante la situación de desamparo en la que pudiera quedar 
el menor, la entidad pública competente ostentará, por ministerio de la Ley, la tutela de los hijos 
menores, conforme al artículo 172 CC. 

Así mismo, también tiene efectos sobre la determinación de la filiación matrimonial, así el artículo 
116 del CC establece que: 

“Se presumen hijos del marido los nacidos después de la celebración del matrimonio y antes de 
los trescientos días siguientes a su disolución o a la separación legal o de hecho de los cónyuges”. 

Si bien, pudiera no existir una separación legal, la declaración de ausencia debe entenderse 
asimilada a una separación de hecho a efectos de este precepto. 

Por último, nos referiremos a aquellos derechos que le puedan corresponder a una persona una 
vez declarada ausente, es decir, no en virtud de derechos ya adquiridos, sino aquellos que le sean 
atribuidos después de su declaración de ausencia. 

Uno de estos derechos eventuales sería la potestad de reclamar una herencia a la que está llamado 
el ausente. Sobre éste particular, el artículo 190 del CC señala que: 

“Para reclamar un derecho en nombre de la persona constituida en ausencia, es preciso probar 
que esta persona existía en el tiempo en que era necesaria su existencia para adquirirlo”.  

Así mismo, el artículo 191 del CC nos dice que: 

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, abierta una sucesión a la que estuviere 
llamado un ausente, acrecerá la parte de éste a sus coherederos, al no haber persona con derecho 
propio para reclamarla. Los unos y los otros, en su caso, deberán hacer, con intervención del 
Ministerio Fiscal, inventario de dichos bienes, los cuales reservarán hasta la declaración del 
fallecimiento”.  

El artículo 191 del CC concede a los coherederos un derecho de acrecer limitado o condicionado 
a la realización de un inventario, con intervención del Ministerio Fiscal, de los bienes atribuibles 
al ausente que se reservarán hasta la Declaración de Fallecimiento.  

En relación a una posible petición de partición de herencia, el artículo 1052 del CC nos indica 
que están legitimados a solicitarla, en el caso de los declarados ausentes, sus representantes 
legales. 

Lo dispuesto en el artículo 195 del CC nos dice que: 

“Por la declaración de fallecimiento cesa la situación de ausencia legal, pero mientras dicha 
declaración no se produzca, se presume que el ausente ha vivido hasta el momento en que deba 
reputársele fallecido, salvo investigaciones en contrario. 

Toda declaración de fallecimiento expresará la fecha a partir de la cual se entienda sucedida la 
muerte, con arreglo a lo preceptuado en los artículos precedentes, salvo prueba en contrario”. 

Algunos autores entendían que los artículos 190 y 195 del CC eran contradictorios entre sí, ya 
que según éste último se presume que el ausente vive hasta que se reputa su fallecimiento. De 
Castro, argumenta que la contradicción entre ambas normas no es más que aparente, refiriendo 
que el artículo 195 se circunscribe a los efectos de la declaración de fallecimiento y no a los de la 
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ausencia legal. Con el artículo 195, nuestro derecho se apartó del francés, que retrotraía los efectos 
de la declaración de fallecimiento a la fecha de la declaración de ausencia.  

La contradicción aparente a la que se refiere De CASTRO, es que estamos ante situaciones 
distintas, dejando asentado que para poder reclamar un derecho de una persona ausente hay que 
demostrar que la persona existía en el momento que era necesario para adquirirlo, pero durante la 
situación de ausencia legal, el artículo 195 del CC no produce efecto alguno, debiendo estarse a 
lo previsto en el 190 del CC. 

 

7.8 RETRIBUCION AL REPRESENTANTE DEL AUSENTE.  
 
Como ya se ha explicado, el Código Civil diferencia entre las atribuciones que otorga a los 
representantes legítimos privilegiados, a los no privilegiados y a los representantes dativos17. 

A los primeros, el artículo 186 del CC, les otorga la posesión temporal del patrimonio del ausente, 
haciendo suyos los productos líquidos en la cuantía que el Letrado de la Administración de 
Justicia señale, teniendo en consideración el importe de los frutos, rentas y aprovechamientos, 
número de hijos del ausente y obligaciones alimenticias para con los mismos, cuidados y 
actuaciones que la representación requiera, afecciones que graven al patrimonio y demás 
circunstancias de la propia índole. 

A los segundos, los comprendidos en el número 4º del artículo 184 del CC, el artículo 186 les 
concede el disfrute de la posesión temporal y haciendo suyos los frutos, rentas y 
aprovechamientos en la cuantía que el Letrado de la Administración de Justicia señale, sin que en 
ningún caso puedan retener más de los dos tercios de los productos líquidos, reservándose el tercio 
restante para el ausente, o, en su caso, para sus herederos o causahabientes. 

Indicar, que ni unos ni otros podrán vender, gravar, hipotecar o dar en prenda los bienes del 
ausente de los que son poseedores temporales, salvo en caso de necesidad o utilidad evidente, la 
cual ha de ser reconocida y autorizada por el Letrado de la Administración de Justicia, quien a su 
vez determinará el empleo de la cantidad obtenida. 

Así pues, pudiera entenderse que los representantes legítimos privilegiados reciben en alguna 
medida, una retribución que depende de sus propias capacidades para administrar el patrimonio 
del ausente, que sigue perteneciendo a éste en exclusiva, así como de la situación económica 
general del patrimonio del ausente y sus cargas familiares. 

En cuanto a los representantes legítimos impropios, el artículo 186 del CC les restringe sus 
retribuciones a no más dos tercios de los productos líquidos. Mientras que, a los representantes 
dativos, la remisión general del artículo 185 del CC a las reglas sobre la tutela, conlleva que aquél 
sólo tiene derecho a la retribución fijada para el tutor.  

Por otro lado, el artículo 187 del CC hace referencia a la posibilidad de que, durante la posesión 
temporal o el ejercicio de una representación dativa, alguien reclame disponer de mejor derecho 
o la aparición del declarado ausente. 

“Si durante el disfrute de la posesión temporal o del ejercicio de la representación dativa alguno 
probase su derecho preferente a dicha posesión, será excluido el poseedor actual, pero aquél no 
tendrá derecho a los productos sino a partir del día de la presentación de la demanda. 

Si apareciese el ausente, deberá restituírsele su patrimonio, pero no los productos percibidos, 
salvo mala fe interviniente, en cuyo caso la restitución comprenderá también los frutos percibidos 

                                                           
17 Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código Civil, Artículo 184. 
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y los debidos percibir a contar del día en que aquélla se produjo, según la declaración del 
Secretario judicial18”. 

Como señala el precepto, en el primer supuesto, en caso de probarse el derecho preferente del 
demandante se le entregará el bien, pero no los frutos obtenidos del mismo hasta el día de la 
presentación de la demanda. En el segundo supuesto, en caso de aparición del ausente se le deberá 
restituir su patrimonio, pero no los frutos percibidos salvo que hubiera existido mala fe.  

Se debe señalar que la posesión temporal a la que se refiere el artículo 186, no legitima la 
usucapión del representante. En cambio, dicha posesión podrá sumarse a la del declarado ausente 
para completar la usucapión ya iniciada por este. 

El artículo 71 de la LJV en su apartado segundo, también hace referencia a la forma de 
nombramiento, atribuciones y fijación de su retribución, entre otras, señalando que dichos actos 
se regirán por las disposiciones establecidas en los Capítulos IV y VIII sobre nombramiento de 
los tutores. En relación a la retribución del nombrado “tutor”, esta viene establecida en el artículo 
274 del CC, el cual dice: 

“El tutor tiene derecho a una retribución, siempre que el patrimonio del tutelado lo permita. 
Corresponde al Juez fijar su importe y el modo de percibirlo, para lo cual tendrá en cuenta el 
trabajo a realizar y el valor y la rentabilidad de los bienes, procurando en lo posible que la 
cuantía de la retribución no baje del 4 por 100 ni exceda del 20 por 100 del rendimiento líquido 
de los bienes”. 

 

7.9 EXTINCION DE LOS EFECTOS DE LA DECLARACIÓN DE AUSENCIA. 
 
La extinción de los efectos de la declaración de ausencia se produce bien por la aparición de la 
persona ausente, bien por la declaración legal de fallecimiento o bien por su muerte cierta. 

El artículo 187 del CC, en su párrafo segundo, se refiere a la circunstancia de aparición de la 
persona declarada ausente, cuando dice: 

“Si apareciese el ausente, deberá restituírsele su patrimonio, pero no los productos percibidos, 
salvo mala fe interviniente, en cuyo caso la restitución comprenderá también los frutos percibidos 
y los debidos percibir a contar del día en que aquélla se produjo, según la declaración del 
Secretario judicial”. 

El artículo 75 de la Ley de Jurisdicción Voluntaria, bajo el título “Hechos posteriores a la 
declaración de ausencia o fallecimiento” recoge el proceder ante la posibilidad de que, una vez 
decretada la ausencia o el fallecimiento legal, se tuvieran noticias, bien de la existencia de la 
persona declarada ausente o fallecida o bien de su muerte cierta. En el citado artículo se explica 
cómo debe ser el proceder ante éstas situaciones. 

"1. Si se presentare alguna persona que dijese ser el declarado ausente o fallecido, el Secretario 
judicial ordenará que sea identificada por los medios adecuados que podrá acordar de oficio o 
a instancia del interesado, convocando comparecencia a la que serán citados la persona 
presentada, el Ministerio Fiscal y todos los que hubieren intervenido en el expediente de 
declaración. 

                                                           
18 Artículo redactado por el apartado cuarenta de la disposición final primera de la Ley 15/2015, de 2 de 
julio, de la Jurisdicción Voluntaria («B.O.E.» 3 julio). 
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Terminada la comparecencia, el Secretario judicial dictará Decreto dentro de los tres días 
siguientes por el que se dejará sin efecto o se ratificará la resolución de declaración de ausencia 
o fallecimiento. 

2. Si no se presentare, pero se tuvieran noticias de su supuesta existencia en paradero conocido, 
se notificará personalmente al presunto afectado la resolución de declaración de su ausencia o 
fallecimiento, requiriéndole para que en el plazo de veinte días aporte las pruebas de su 
identidad. Transcurrido el plazo, con independencia que hubiera presentado o no las pruebas, el 
Secretario judicial convocará la comparecencia referida en el apartado anterior, citando a los 
que allí se expresa. El Secretario judicial dictará la resolución que proceda dentro de los tres 
días siguientes. 

3. Si la persona que dijese ser el desaparecido lo solicitare y aportase identificación documental 
que el Secretario judicial considerase bastante para ello, podrá decretarse la suspensión de la 
actuación del representante del declarado ausente hasta la celebración de la comparecencia. 

4. Si se tuviere noticia de la muerte del desaparecido después de la declaración de ausencia o de 
fallecimiento, el Secretario judicial, previa celebración de comparecencia a la que se citará a los 
interesados y al Ministerio Fiscal y en la que se practicarán las pruebas pertinentes para la 
comprobación del fallecimiento, resolverá sobre la revocación de la resolución en los tres días 
siguientes”. 

Como se observa de la lectura del precepto, se diferencian varias situaciones, la primera a la que 
se refiere es a la personación de quien dice ser el declarado ausente o fallecido, siendo labor del 
Letrado de la Administración de Justicia ordenar la plena identificación de la persona, 
convocando comparecencia citando a todos los intervinientes en el expediente, incluido el 
Ministerio Fiscal y la persona presentada. 

El Letrado de la Administración de Justica deberá dictar, dentro de los tres días siguientes a la 
finalización de la comparecencia, Decreto dejando sin efecto la declaración de ausencia o 
fallecimiento, por considerar que la persona presentada es la declarada ausente o fallecida, o por 
el contrario ratificar la misma al no considerarla como tal. 

Si lo que se tuviera fueran noticias de la supuesta existencia en paradero conocido de la persona 
declarada ausente o fallecida, el Letrado de la Administración de Justicia acordará que le 
notifiquen personalmente al afectado la resolución acordada de ausencia o fallecimiento, 
requiriéndole para que el plazo de veinte días aporte pruebas de su existencia e identidad. Una 
vez transcurridos el plazo dado, e independientemente de haber llegado las pruebas o no, el 
Letrado de la Administración de Justicia, como en el caso anterior, convocará comparecencia de 
todos los implicados, debiendo, dentro de los tres días siguientes a la misma, dictar la resolución 
que proceda a tenor de las pruebas en su poder y el resultado de la comparecencia.  

En cualquier caso, si la persona presentada o de la que se tuvieran noticias, aportara 
documentación que el Letrado de la Administración de Justicia considerara bastante para acreditar 
su identidad, podrá éste decretar la suspensión de la actuación del representante del declarado 
ausente hasta la celebración de la comparecencia. 

De igual modo, si se tuvieran noticias de la muerte cierta de la persona declarada ausente o 
fallecida legal, el Letrado de la Administración de Justicia convocará la comparecencia de todos 
los implicados, esto es, de las personas que hubieran participado en el expediente y del Ministerio 
Fiscal, para la práctica de las pruebas pertinentes tendentes a la comprobación del fallecimiento 
real de la persona, debiendo, en los tres días siguientes a la finalización de la comparecencia, 
dictar lo que proceda a la vista de los resultados obtenidos. 

Indicar, en relación al párrafo anterior, que si el Letrado de la Administración de Justicia decreta 
la muerte cierta de la persona, se abrirá la sucesión en beneficio de los que en el momento del 
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fallecimiento fuesen sus sucesores voluntarios o legítimos, así lo establece el artículo 188 el CC 
en su párrafo 1º.  

 “Si en el transcurso de la posesión temporal o del ejercicio de la representación dativa se 
probase la muerte del declarado ausente, se abrirá la sucesión en beneficio de los que en el 
momento del fallecimiento fuesen sus sucesores voluntarios o legítimos, debiendo el poseedor 
temporal hacerles entrega del patrimonio del difunto, pero reteniendo, como suyos, los productos 
recibidos en la cuantía señalada”. 
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VIII. DECLARACIÓN DE FALLECIMIENTO LEGAL.  
 

La Declaración de Fallecimiento Legal supone una presunción “iuris tantum”, lo que no excluye 
la reaparición del declarado fallecido o recibir noticias ciertas de su existencia, pero mientras esto 
no suceda se le considera muerto. 

Esta situación de Declaración de Fallecimiento Legal se fundamenta en la probabilidad de muerte, 
diferenciándose entre la ausencia prolongada y falta de noticas del desaparecido en circunstancias 
normales, y las desapariciones que se producen con ocasión de una situación de riesgo real o 
presunto de muerte. 

Como en los casos anteriores, la Declaración de Fallecimiento se efectuará mediante Decreto del 
Letrado de la Administración de Justicia, que como ya se ha indicado, tiene bajo su 
responsabilidad el impulso de ciertos expedientes dentro de la Ley de Jurisdicción Voluntaria, 
siendo la Declaración de Ausencia y Fallecimiento Legal alguno de ellos. 

Señalar que, para la Declaración de Fallecimiento, no se exige que previamente haya existido 
Declaración de Ausencia o nombramiento de Defensor del Desaparecido. 

El Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código Civil, en su Título VIII, 
Capítulo Segundo de la Declaración de Fallecimiento, recoge esta circunstancia de la Declaración 
de Fallecimiento en sus artículos del 193 al 197. 

Así mismo, la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria, regula el procedimiento 
a seguir ante esta circunstancia en sus artículos del 74 al 77, dentro del Capítulo IX dedicado a la 
Declaración de Ausencia y Fallecimiento. 
 

8.1 CUÁNDO INSTAR EL PROCEDIMIENTO DE DECLARACIÓN 
FALLECIMIENTO. 
 
 
Es el Código Civil, en sus artículos 193 y 194, quien nos indica a partir de qué momento se puede 
instar el procedimiento para la Declaración de Fallecimiento Legal. Así, el artículo 193 nos dice 
que: 

“Procede la declaración de fallecimiento: 

Primero. Transcurridos diez años desde las últimas noticias habidas del ausente, o, a falta de 
éstas, desde su desaparición. 

Segundo. Pasados cinco años desde las últimas noticias o, en defecto de éstas, desde su 
desaparición, si al expirar dicho plazo hubiere cumplido el ausente setenta y cinco años. 

Los plazos expresados se computarán desde la expiración del año natural en que se tuvieron las 
últimas noticias, o, en su defecto, del en que ocurrió la desaparición. 

Tercero. Cumplido un año, contado de fecha a fecha, de un riesgo inminente de muerte por causa 
de violencia contra la vida, en que una persona se hubiese encontrado sin haberse tenido, con 
posterioridad a la violencia, noticias suyas. En caso de siniestro este plazo será de tres meses. 

Se presume la violencia si en una subversión de orden político o social hubiese desaparecido una 
persona sin volverse a tener noticias suyas durante el tiempo expresado, siempre que hayan 
pasado seis meses desde la cesación de la subversión”. 
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Como se observa, el artículo 193 diferencia dos situaciones. La primera de ellas la recoge en sus 
apartados primero y segundo, que a su vez se refieren a realidades diferentes.  

El apartado primero se refiere a la posibilidad de instar el procedimiento de Declaración de 
Fallecimiento Legal, fundamentado en la ausencia prolongada de la persona desaparecida y la 
falta de noticas de ellas, producida esa desaparición en circunstancias normales. Por tal motivo el 
plazo dado para poder instar el procedimiento es más bien largo, diez años desde las últimas 
noticias habidas del ausente, o, a falta de éstas, desde su desaparición. 

El apartado segundo, referido a la edad de la persona desaparecida, fundamenta la posibilidad de 
instar el procedimiento de Declaración de Fallecimiento debido a la edad avanzada de la persona 
desaparecida y la probabilidad, no de vida sino de muerte, de personas de más de 75 años. 

Según Ramón GARCIA GÓMEZ, “la fijación de esta edad no concuerda en nada con nuestro 
sistema histórico de presunción de vida a los cien años o de presunción de muerte a los noventa, 
ni tampoco con la práctica del Ius Commune que se apoya en el versículo 10 del salmo 90 de 
David, según el cual el límite de la presunción de vida se fija en los setenta años. Para OGAYAR 
AYLLON la elección del legislador del plazo de setenta y cinco años no es arbitraria “…porque 
los setenta y cinco años es hoy el término normal de la vida humana19”. Lo comentado por el Sr 
GARCÍA parece ser merecedor de un nuevo análisis, atendiendo a la longevidad actual. 

Lo que deja claro el precepto es que debemos tener en cuenta dos circunstancias a la hora de instar 
el procedimiento, el tiempo transcurrido desde la desaparición de la persona, o, desde sus últimas 
noticias y la edad del mismo. 

La segunda de las situaciones la recoge el apartado tercero, el cual se refiere a una situación de 
riesgo general y cierto para la vida. El precepto hace referencia a la probabilidad de que la persona 
se hubiera visto envuelta en una situación de riesgo inminente de muerte por causa de violencia 
contra la vida, sin haberse tenido, con posterioridad a la violencia, a la cual define como 
subversión de orden político o social, noticias suyas en el plazo de un año, siempre que hayan 
pasado seis meses desde la cesación de la subversión. 

También este apartado tercero recoge otra situación de riesgo cierto para la vida, reduciendo a 
tres meses la posibilidad de instar el procedimiento de Declaración de Fallecimiento en caso de 
siniestro. 

Este apartado tercero del artículo 193 fue modificado por la Ley 4/2000, de 7 de enero, de 
modificación de la regulación de la declaración de fallecimiento de los desaparecidos con ocasión 
de naufragios y siniestros, siendo en su Exposición de Motivos donde se explica la razón de la 
modificación de los artículos 193 y 194 del CC. 

“El ejercicio de las actividades marítimas y aéreas tanto de transporte como de pesca extractiva, 
conforman un sector de la vida económica que se desarrolla en un medio físico natural como es 
el mar. 

Ello implica que se produce un mayor índice de dificultad, penosidad y, principalmente, de mayor 
riesgo para la vida y la integridad física de los trabajadores de dicho sector. 

La actividad marítima y aérea, tanto de transporte como de pesca, está sometida a elevados 
riesgos como averías, incendios, hundimientos de los buques y principalmente a las adversidades 
climatológicas que suelen acarrear siniestros y graves consecuencias cuando se manifiestan en 
alta mar. 

                                                           
19 M. ALONSO PÉREZ, E. Mª GALLEGO, J. REGUERO CELADA y otros Protección Jurídica de los 
Mayores, La Ley, MADRID 2004. pág. 341. 



  
  
 

Implicaciones legales y procedimiento 
a seguir ante la desaparición de una persona. 
Derecho privado. 
 Dpto.: Derecho. [38] 21 de noviembre de 2016. 

Todo este cúmulo de circunstancias ocasionan, tanto en la actividad de transporte marítimo y 
principalmente en la pesca extractiva, por razón de la dimensión de los buques, que sean 
actividades laborales de elevado riesgo en las que desgraciadamente se producen con mayor 
frecuencia que la deseada, pérdidas de vidas humanas, tanto de carácter colectivo con ocasión 
del naufragio de buques, como individuales por caídas al mar y la inmersión en el agua de la 
persona, con su posterior desaparición física. 

La desaparición de una persona en el mar origina principalmente un gran drama humano para 
sus familiares y suscita paralelamente diversos problemas de orden personal, asistencial, 
administrativo y económico, que requieren de un marco legislativo eficaz, operativo y ajustado a 
la realidad, que ayude a paliar el gran problema humano provocado por la desaparición en el 
mar de un familiar. 

Acaecido un hecho de esta naturaleza, la legislación de Seguridad Social ha establecido 
mecanismos protectores, tanto para hacer frente a las indemnizaciones por accidente de trabajo, 
como al reconocimiento, en su caso, de las pensiones de viudedad y orfandad. 

No obstante, para el resto de cuestiones de carácter jurídico, privado y patrimonial (transmisión 
de bienes inmuebles, cuentas corrientes, créditos hipotecarios y personales, de cobro de seguros, 
etc.), la legislación vigente establece unos plazos de dos o tres años dependiendo de las 
circunstancias de la desaparición para poder abordar y solucionar todas las cuestiones 
hereditarias, a través de la figura jurídica de la declaración de fallecimiento. 

Mediante la declaración judicial de fallecimiento se efectúa una presunción de la muerte de una 
persona, por la cual se permite que se puedan producir los mismos efectos jurídicos que con la 
muerte comprobada. 

En definitiva, se trata de un mecanismo jurídico dirigido a dar seguridad, estabilidad, solución 
a las cuestiones y problemas administrativos, patrimoniales y económicos que se suscitan en los 
familiares de los desaparecidos. 

El Código Civil en su artículo 194 establece unos plazos de dos y tres años para los supuestos de 
siniestro, accidente aéreo y naufragio marítimo en virtud de los cuales se realiza un juicio de 
probabilidad, y una presunción legal de muerte, a todos los efectos, de los desaparecidos en la 
mar. 

La experiencia práctica de los siniestros y naufragios ocurridos nos enseña que, para intentar 
paliar con sensibilidad e inmediatez los graves daños que en las familias originan la desaparición 
de seres queridos en la mar, es necesaria una modificación puntual que adecue a la realidad los 
artículos reseñados, de manera que se acorten los plazos establecidos para efectuar la 
declaración de fallecimiento. 

Igualmente, además de todo lo expuesto, se producen otros tipos de siniestros, bien por accidentes 
laborales, explosiones o catástrofes naturales (inundaciones o tormentas de montaña), u otros 
similares que suelen ocasionar desgraciadamente la desaparición de personas sin dejar rastro 
alguno, motivo por el cual procede también modificar puntualmente el artículo 193 del reseñado 
Código”. 

Continuando con el análisis del artículo 193 del CC, éste nos deja claro que, el cómputo del tiempo 
para poder instar el procedimiento de Declaración de Fallecimiento es desde el momento de la 
desaparición o últimas noticas de la persona desaparecida, independientemente si se hubieran 
instado o no Medidas Previas o Declaración del Ausencia. Es decir, en caso de haberse declarado 
a la persona como Ausente, para lo cual ha de pasar un año desde su desaparición o últimas 
noticias, ese tiempo también computará para la Declaración de Fallecimiento, por lo que no se 
deberá contar desde la fecha de la Declaración de Ausencia Legal, circunstancia ésta, como ya se 
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ha citado, que no es preceptiva para poder instar el procedimiento de Declaración de 
Fallecimiento. 

Además, en el caso señalado por el apartado 2º del artículo 193 del CC, los plazos se computarán 
desde la expiración del año natural en que se tuvieron las últimas noticias, o de aquel en que 
ocurrió la desaparición, de esta manera se facilita la determinación del “dies a quo” que siempre 
será el 01 de enero de año siguiente a la desaparición o al de las últimas noticas. 

El artículo 194 del CC, modificado por la Ley 15/2015 de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria, 
continua con situaciones de riesgo cierto y grave para la vida, y señala que. 

“Procede también la declaración de fallecimiento: 

Primero. De los que perteneciendo a un contingente armado o unidos a él en calidad de 
funcionarios auxiliares voluntarios, o en funciones informativas, hayan tomado parte en 
operaciones de campaña y desaparecido en ellas luego que hayan transcurrido dos años, 
contados desde la fecha del tratado de paz, y en caso de no haberse concertado, desde la 
declaración oficial del fin de la guerra. 

Segundo. De los que resulte acreditado que se encontraban a bordo de una nave cuyo naufragio 
o desaparición por inmersión en el mar se haya comprobado, o a bordo de una aeronave cuyo 
siniestro se haya verificado y haya evidencias racionales de ausencia de supervivientes.  

Tercero. De los que no se tuvieren noticias después de que resulte acreditado que se encontraban 
a bordo de una nave cuyo naufragio o desaparición por inmersión en el mar se haya comprobado 
o a bordo de una aeronave cuyo siniestro se haya verificado, o, en caso de haberse encontrado 
restos humanos en tales supuestos, y no hubieren podido ser identificados, luego que hayan 
transcurrido ocho días.  

Cuarto. De los que se encuentren a bordo de una nave que se presuma naufragada o 
desaparecida por inmersión en el mar, por no llegar a su destino, o si careciendo de punto fijo 
de arribo, no retornase y haya evidencias racionales de ausencia de supervivientes, luego que en 
cualquiera de los casos haya transcurrido un mes contado desde las últimas noticias recibidas o, 
por falta de éstas, desde la fecha de salida de la nave del puerto inicial del viaje.  

Quinto. De los que se encuentren a bordo de una aeronave que se presuma siniestrada al realizar 
el viaje sobre mares, zonas desérticas o inhabitadas, por no llegar a su destino, o si careciendo 
de punto fijo de arribo, no retornase, y haya evidencias racionales de ausencia de supervivientes, 
luego que en cualquiera de los casos haya transcurrido un mes contado desde las últimas noticias 
de las personas o de la aeronave y, en su defecto, desde la fecha de inicio del viaje. Si éste se 
hiciere por etapas, el plazo indicado se computará desde el punto de despegue del que se 
recibieron las últimas noticias”. 

El apartado primero de este precepto, nos muestra una especificación de la situación de riesgo 
para la vida señalado en el apartado tercero del artículo 193, derivado, en este caso, de la 
participación de la persona, de diferentes maneras, en un conflicto armado. El plazo indicado por 
el artículo para poder instar el procedimiento de Declaración de Fallecimiento es de dos años, los 
cuales comenzaran a computarse desde la firma del Tratado de Paz o desde el final oficial de la 
guerra, lo que puede producirse mucho tiempo después de la desaparición o últimas noticias de la 
persona. 

Analizando el texto de los apartados segundo y tercero, podemos decir que ambos se refieren a 
accidentes ciertos y comprobados, siendo en el apartado segundo donde además de tener la 
completa seguridad de que el accidente ha ocurrido, se tienen evidencias racionales de la falta de 
supervivientes, mientras que el apartado tercero deja abierta esta posibilidad. 
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Indicar que no consta plazo señalado en el apartado segundo de este artículo 194 del CC, siendo, 
el artículo 74 de la Ley de Jurisdicción Voluntaria el que nos dice que se instará el procedimiento 
por el Ministerio Fiscal inmediatamente después del siniestro. Siendo el plazo señalado en el 
apartado tercero de ochos días. 

Los apartados cuarto y quinto se refieren, no a siniestros ciertos y comprobados como en los 
apartados anteriores, sino a situaciones en las que se presume la ocurrencia de un siniestro y que 
además haya evidencias racionales de ausencia de supervivientes. Para ambas situaciones el plazo 
señalado es el mismo, un mes. 

8.2 HECHOS POSTERIORES A LA DECLARACIÓN DE AUSENCIA O 
FALLECIMIENTO. 
 

Bajo éste título, el artículo 75 de la Ley 15/2015 de 2 julio, de la Jurisdicción Voluntaria expone 
una serie de situaciones, en las que si una persona Declarada Ausente o Fallecida, se personara o 
se tuviera noticias de ella o de su paradero, o se tuvieran noticias ciertas de su fallecimiento, el 
Letrado de la Administración de Justicia, tras realizar las comprobaciones que estime necesarias 
y la comparecencia con los que hubieren participado en el expediente y el Ministerio Fiscal, 
dictara lo que proceda en los tres días siguientes. Este procedimiento ya se ha explicado en el 
punto 6.9. 
 

8.3 ¿QUIÉN PUDE INSTAR EL PROCEDIMIENTO DE FALLECIMIENTO? 
 

También la Declaración de Fallecimiento es regulada por la Ley 15/2015 de 2 de julio, de la 
Jurisdicción Voluntaria, concretamente en su artículo 74, el cual nos dice que: 

“1. La declaración de fallecimiento a que se refiere el apartado 2.º del artículo 194 del Código 
Civil se instará por el Ministerio Fiscal inmediatamente después del siniestro. Si se tratara del 
supuesto regulado en el apartado 3.º del mismo artículo, lo hará a los ocho días del siniestro si 
no se hubieran identificado los restos. 

Aportadas o practicadas las pruebas que se hayan estimado necesarias para acreditar la 
concurrencia de cuantos requisitos exigen los mencionados apartados dentro del plazo máximo 
de cinco días, con la colaboración, en su caso, de las Oficinas diplomáticas o consulares 
correspondientes, el Secretario judicial competente dictará en el mismo día la resolución 
oportuna. 

El Decreto dictado por el Secretario judicial declarará el fallecimiento de cuantas personas se 
encontraren en tal situación, expresando como fecha a partir de la cual se entiende sucedida la 
muerte, la del siniestro. 

2. La declaración de fallecimiento a que se refieren el artículo 193 y los apartados 1, 4 y 5 del 
artículo 194 del Código Civil podrá instarse por los interesados o por el Ministerio Fiscal, y se 
tramitará conforme a lo establecido en este capítulo. 

El Decreto que dicte el Secretario judicial en estos casos declarará, si resulta acreditado, el cese 
de la situación de ausencia legal, si hubiera sido decretada previamente, y el fallecimiento de la 
persona expresando la fecha a partir de la cual se entienda sucedida la muerte. 

3. Firme la declaración de fallecimiento del ausente, se abrirá la sucesión en los bienes del 
mismo, procediéndose a su adjudicación por los trámites establecidos en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil o extrajudicialmente, según los casos”. 

El artículo señalado dispone que en los casos reseñados en el artículo 194 apartados segundo y 
tercero, solo podrá ser instado el procedimiento de Declaración de Fallecimiento por el Ministerio 
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Fiscal, inmediatamente al siniestro en los casos referenciados en el apartado segundo, y a los ocho 
días del siniestro en los citados en el apartado tercero. 

Además, aportadas o practicadas las pruebas que se hayan estimado necesarias para acreditar la 
concurrencia de cuantos requisitos exigen los mencionados apartados dentro del plazo máximo 
de cinco días, con la colaboración, en su caso, de las Oficinas diplomáticas o consulares 
correspondientes, el Letrado de la Administración de Justicia competente dictará en el mismo día 
la resolución oportuna. No está dispuesto para estos casos ninguna medida de publicidad. 

El apartado segundo de este artículo 74, dispone que, en los casos referidos en el artículo 193 y 
en los apartados 1, 4 y 5 del artículo 194 del Código Civil, la Declaración de Fallecimiento "podrá 
instarse por los interesados o por el Ministerio Fiscal, y se tramitará conforme a lo establecido 
en este capítulo". En estos supuestos sí parece que serán de aplicación los trámites de publicidad 
que se han visto en relación con la Declaración de Ausencia, al referirse el precepto que “se 
tramitará conforme a los establecido en este capítulo”. 

En cuanto a la legitimación para instar la Declaración de Fallecimiento, el artículo señala que 
podrá instarse por los interesados o por el Ministerio Fiscal, y se tramitará conforme a lo 
establecido en este capítulo. En este punto, recordaremos lo establecido en el artículo 68 de la 
Ley de Jurisdicción Voluntaria en relación a los legitimados a presentar la solicitud de los 
expedientes de Declaración de Ausencia y Fallecimiento, recogido en su apartado segundo: 

“2. Están legitimados para presentar la solicitud de los expedientes de declaración de ausencia 
y fallecimiento el Ministerio Fiscal, de oficio o en virtud de denuncia, el cónyuge del ausente no 
separado legalmente, la persona que esté unida por análoga relación de afectividad a la 
conyugal, los parientes consanguíneos hasta el cuarto grado y cualquier persona que 
fundadamente pueda tener sobre los bienes del desaparecido algún derecho ejercitable en vida 
del mismo o dependiente de su muerte. No obstante, la declaración de fallecimiento a que se 
refieren los apartados 2 y 3 del artículo 194 del Código Civil se realizará únicamente a instancia 
del Ministerio Fiscal”.  
 

8.4 ALGUNOS EFECTOS DE LA DECLARACIÓN JUDICIAL DE 
FALLECIMIENTO. 
 
 
La primera consecuencia de la Declaración de Fallecimiento es la extinción de la situación de 
Ausencia Legal y el establecimiento de la fecha a partir de la cual se entiende sucedida la muerte, 
tal y como lo establece el artículo 195 del CC. 

“Por la declaración de fallecimiento cesa la situación de ausencia legal, pero mientras dicha 
declaración no se produzca, se presume que el ausente ha vivido hasta el momento en que deba 
reputársele fallecido, salvo investigaciones en contrario. 

Toda declaración de fallecimiento expresará la fecha a partir de la cual se entienda sucedida la 
muerte, con arreglo a lo preceptuado en los artículos precedentes, salvo prueba en contrario”. 

La Ley 15/2015 de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria, señala en el apartado tercero de su 
artículo 74 que: 

“Firme la declaración de fallecimiento del ausente, se abrirá la sucesión en los bienes del mismo, 
procediéndose a su adjudicación por los trámites establecidos en la Ley de Enjuiciamiento Civil 
o extrajudicialmente, según los casos”.  

El artículo 76 de la citada Ley, establece que si en cualquier momento durante la sustanciación de 
alguno de los expedientes a que se refieren los artículos anteriores de este Capítulo se comprobara 
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el fallecimiento del desaparecido o ausente, se archivará el expediente y quedarán sin efecto las 
medidas que se hubieran adoptado. 

Otra de las consecuencias es la apertura de la sucesión, así queda establecido en el artículo 196 
del Código Civil20. 

“Firme la declaración de fallecimiento del ausente, se abrirá la sucesión en los bienes del mismo, 
procediéndose a su adjudicación conforme a lo dispuesto legalmente. 

Los herederos no podrán disponer a título gratuito hasta cinco años después de la declaración 
del fallecimiento. 

Hasta que transcurra este mismo plazo no serán entregados los legados, si los hubiese, ni tendrán 
derecho a exigirlos los legatarios, salvo las mandas piadosas en sufragio del alma del testador o 
los legados en favor de Instituciones de beneficencia. 

Será obligación ineludible de los sucesores, aunque por tratarse de uno solo no fuese necesaria 
partición, la de formar notarialmente un inventario detallado de los bienes muebles y una 
descripción de los inmuebles”. 

En el precepto se difiere la entrega de los legados, que queda prohibida, aun cuando estuviera 
conforme en hacerla el heredero. Sin embargo, parece que no existe ninguna prohibición de 
realizar la partición, a la que se refiere expresamente el artículo 74 de la LJV en su apartado 3º 
cuando cita: 

“3. Firme la declaración de fallecimiento del ausente, se abrirá la sucesión en los bienes del 
mismo, procediéndose a su adjudicación por los trámites establecidos en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil o extrajudicialmente, según los casos”. 

La limitación de disposición por parte de los herederos señalada en el precepto del Código Civil, 
refiere una limitación legal del dominio, que producirá efectos contra terceros, como prohibición 
legal, aun cuando no se hallase inscrita en el Registro de la Propiedad, artículo 26.1 del Decreto 
de 8 de febrero de 1946, por el que se aprueba la nueva redacción oficial de la Ley Hipotecaria. 

Las prohibiciones de disponer o enajenar se harán constar en el Registro de la Propiedad y 
producirán efecto con arreglo a las siguientes normas: 

1.ª Las establecidas por la Ley, que sin expresa declaración judicial o administrativa, tengan 
plena eficacia jurídica, no necesitarán inscripción separada y especial y surtirán sus efectos 
como limitaciones legales de dominio. 

2.ª Las que deban su origen inmediato a alguna resolución judicial o administrativa serán objeto 
de anotación preventiva. 

3.ª Las impuestas por el testador o donante en actos o disposiciones de última voluntad, 
capitulaciones matrimoniales, donaciones y demás actos a título gratuito, serán inscribibles 
siempre que la legislación vigente reconozca su validez. 

Sobre lo establecido en relación a la entrega de los legados, se ha planteado si el legatario tiene 
derecho a los frutos del bien legado durante el plazo de suspensión de la entrega previsto en éste 
artículo 196 del CC. A favor de este derecho a los frutos podría alegarse el artículo 1095 del 
Código Civil.  

                                                           
20 Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código Civil. Artículo 196 redactado por el 
apartado cuarenta y dos de la disposición final primera de la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción 
Voluntaria («B.O.E.» 3 julio). Vigencia: 23 julio 2015 
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“El acreedor tiene derecho a los frutos de la cosa desde que nace la obligación de entregarla. 
Sin embargo, no adquirirá derecho real sobre ella hasta que le haya sido entregada”. 

Sobre este respecto, la entrada en vigor del Reglamento (UE) nº 650/2012 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 4 de julio de 2012, relativo a la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento 
y la ejecución de las resoluciones, a la aceptación y la ejecución de los documentos públicos en 
materia de sucesiones mortis causa y a la creación de un certificado sucesorio europeo, el cual 
cambia la clásica regla del art. 9 CC de que la sucesión se rige por la ley personal del causante 
determinada por su nacionalidad.   

Este Reglamento UE 650/2012 nos indica que la sucesión en el ámbito de la Unión Europea se 
rige por la ley de la residencia habitual del causante, salvo que este haya indicado otra cosa. 

“Capítulo II, Competencia. 

Artículo 4 Competencia general. 

Los tribunales del Estado miembro en el que el causante tuviera su residencia habitual en el 
momento del fallecimiento tendrán competencia para resolver sobre la totalidad de la sucesión. 

Artículo 5 Elección del foro. 

1. Cuando la ley elegida por el causante para regir su sucesión con arreglo al artículo 22 sea la 
ley de un Estado miembro, las partes interesadas podrán acordar que un tribunal o los tribunales 
de dicho Estado miembro tengan competencia exclusiva para sustanciar cualquier causa en 
materia de sucesiones. 

2. El acuerdo relativo a la elección del foro constará por escrito, con expresión de su fecha, y 
será firmado por las partes interesadas. Se considerará hecha por escrito toda comunicación 
efectuada por medios electrónicos que proporcione un registro duradero del acuerdo. 

Artículo 10 Competencia subsidiaria 

1. Aun en el supuesto de que el causante no tuviera su residencia habitual en el momento del 
fallecimiento en un Estado miembro, los tribunales del Estado miembro en el que se encuentren 
los bienes de la herencia serán competentes para pronunciarse sobre el conjunto de la sucesión 
siempre que: 

a) el causante poseyera la nacionalidad de dicho Estado miembro en el momento del 
fallecimiento, o, en su defecto, 

b) el causante hubiera tenido previamente su residencia habitual en dicho Estado miembro, 
siempre y cuando, en el momento en que se someta el asunto al tribunal, no haya transcurrido un 
plazo de más de cinco años desde el cambio de dicha residencia habitual. 

2. Cuando ningún tribunal de un Estado miembro sea competente en virtud del apartado 1, los 
tribunales del Estado miembro en el que se encuentren los bienes de la herencia serán, no 
obstante, competentes para pronunciarse sobre dichos bienes. 

Capítulo III, Ley aplicable. 

Artículo 20 Aplicación universal. 

La ley designada por el presente Reglamento se aplicará aun cuando no sea la de un Estado 
miembro. 

Artículo 21 Regla general. 
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1. Salvo disposición contraria del presente Reglamento, la ley aplicable a la totalidad de la 
sucesión será la del Estado en el que el causante tuviera su residencia habitual en el momento 
del fallecimiento. 

2. Si, de forma excepcional, resultase claramente de todas las circunstancias del caso que, en el 
momento del fallecimiento, el causante mantenía un vínculo manifiestamente más estrecho con 
un Estado distinto del Estado cuya ley fuese aplicable de conformidad con el apartado 1, la ley 
aplicable a la sucesión será la de ese otro Estado. 

Artículo 22 Elección de la ley aplicable. 

1. Cualquier persona podrá designar la ley del Estado cuya nacionalidad posea en el momento 
de realizar la elección o en el momento del fallecimiento. 

Una persona que posea varias nacionalidades podrá elegir la ley de cualquiera de los Estados 
cuya nacionalidad posea en el momento de realizar la elección o en el momento del fallecimiento. 

2. La elección deberá hacerse expresamente en forma de disposición mortis causa, o habrá de 
resultar de los términos de una disposición de ese tipo. 

3. La validez material del acto por el que se haya hecho la elección de la ley se regirá por la ley 
elegida. 

4. Cualquier modificación o revocación de la elección de la ley deberá cumplir los requisitos 
formales aplicables a la modificación o la revocación de las disposiciones mortis causa”. 

La Declaración de Fallecimiento también tiene efectos sobre los vínculos familiares, así el artículo 
85 del Código Civil, refiere que: 

“El matrimonio se disuelve, sea cual fuere la forma y el tiempo de su celebración, por la muerte 
o la declaración de fallecimiento de uno de los cónyuges y por el divorcio”. 

El artículo 32 del CC, señala que “La personalidad civil se extingue por la muerte de las 
personas”. Entendiendo que la existencia de dos miembros de la pareja constituye un presupuesto 
estructural de la noción de matrimonio, disuelto el matrimonio por muerte o por su Declaración, 
el cónyuge presente y viudo, recupera la libertad matrimonial de forma inmediata, por lo que 
podrá contraer nuevas nupcias y la reaparición del Declarado Fallecido no hace revivir el 
matrimonio disuelto. 

Como apunte señalar que en Derecho Canónico será el Obispo de la Diócesis el responsable de la 
Declaración de la Muerte Presunta de la persona desaparecida, mediante dicha Declaración 
autoriza al viudo/a a contraer nuevas nupcias religiosas. 

Así queda establecido en el Código de Derecho Canónico en su Capítulo IV, Del Proceso Sobre 
La Muerte Presunta del Cónyuge, Canon, 1707.  
“1. Cuando la muerte de un cónyuge no pueda probarse por documento auténtico, eclesiástico o 
civil, el otro cónyuge no puede considerarse libre del vínculo matrimonial antes de que el Obispo 
diocesano haya emitido la declaración de muerte presunta. 

2. El Obispo diocesano sólo puede emitir la declaración a que se refiere el § 1 cuando, realizadas 
las investigaciones oportunas, por las declaraciones de testigos, por fama o por indicios, alcance 
certeza moral sobre la muerte del cónyuge. No basta el solo hecho de la ausencia del cónyuge, 
aunque se prolongue por mucho tiempo. 

3. En los casos dudosos y complicados, el Obispo ha de consultar a la Sede Apostólica”. 

En caso de aparición del Declarado Presuntamente Muerto, y su viuda haber contraído nuevo 
matrimonio religioso, éste, al contrario de lo que ocurre en el ámbito Civil, quedará anulado al 



  
  
 

Implicaciones legales y procedimiento 
a seguir ante la desaparición de una persona. 
Derecho privado. 
 Dpto.: Derecho. [45] 21 de noviembre de 2016. 

carecer la autorización dada del presupuesto de muerte, dando nuevamente valor al primer 
matrimonio religioso. 

Así mismo, y por aplicación del artículo 116 del Código Civil, también excluirá la presunción de 
paternidad de los hijos nacidos 300 días después de la Declaración de Fallecimiento. 

“Se presumen hijos del marido los nacidos después de la celebración del matrimonio y antes de 
los trescientos días siguientes a su disolución o a la separación legal o de hecho de los cónyuges”. 

 

8.5 LA INSCRIPCIÓN DE LA DECLARACIÓN DE FALLECIMIENTO. 
 

El fallecimiento produce efectos civiles desde que tiene lugar, pero para el pleno reconocimiento 
de los mismos es necesaria su inscripción en el Registro Civil. La inscripción de la Declaración 
de Fallecimiento Legal en el Registro Civil, está recogida tanto en el Código Civil y en la Ley de 
Jurisdicción Voluntaria, como en la propia Ley del Registro Civil. 

“Artículo 198 del Código Civil. 

En el Registro Civil se harán constar las declaraciones de desaparición, ausencia legal y de 
fallecimiento, así como las representaciones legítimas y dativas acordadas, y su extinción. 

Asimismo se anotarán los inventarios de bienes muebles y descripción de inmuebles que en este 
Título se ordenan; los Decretos de concesión y las escrituras de transmisiones y gravámenes que 
efectúen los representantes legítimos o dativos de los ausentes; y la escritura de descripción o 
inventario de los bienes, así como de las escrituras de partición y adjudicación realizadas a virtud 
de la declaración de fallecimiento o de las actas de protocolización de los cuadernos 
particionales en sus respectivos casos”. 

“Artículo 77 de la Ley de Jurisdicción Voluntaria. 

Se remitirá al Registro Civil todos los testimonios necesarios para hacer constar en él cuanto se 
previene en el artículo 198 del Código Civil”. 

En la Ley de 8 de junio de 1957, del Registro Civil (Vigente hasta el 30 de junio de 2017) el 
artículo 86 dispone que: 

“Será necesaria sentencia firme, expediente gubernativo u orden de la autoridad judicial que 
instruya las diligencias seguidas por muerte violenta, que afirmen sin duda alguna el 
fallecimiento, para inscribir éste cuando el cadáver hubiere desaparecido o se hubiere inhumado 
antes de la inscripción”. 

Con la entrada en vigor de la nueva Ley del Registro Civil 20/2011, de 21 de julio, que se halla 
en período de “vacatio legis”, estando prevista su entrada en vigor el 30 de junio de 2017, se 
sustituye el artículo 86 anteriormente citado de la Ley del Registro Civil de 1957, disponiendo en 
su artículo 67 unos supuestos especiales de inscripción de la defunción: 

“1. Cuando el cadáver hubiera desaparecido o se hubiera inhumado antes de la inscripción, será 
necesaria resolución judicial, procedimiento registral u orden de la autoridad judicial en la que 
se acredite legalmente el fallecimiento. 

2. Si hubiera indicios de muerte violenta o en cualquier caso en que deban incoarse diligencias 
judiciales, la inscripción de la defunción no supondrá por sí misma la concesión de licencia de 
enterramiento o incineración. Dicha licencia se expedirá cuando se autorice por el órgano 
judicial competente”. 
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Como se puede observar desaparece en la redacción de la ley 20/2011 de 21 de julio, la exigencia 
de afirmar “sin duda alguna” el fallecimiento que recogía el antiguo artículo 86 de la Ley de 1957. 
Además, la Disposición Adicional 8ª de dicha Ley 20/2011, se refiere a la inscripción de 
defunción de desaparecidos durante la guerra civil y la dictadura.  

“El expediente registral, resuelto favorablemente, será título suficiente para practicar la 
inscripción de la defunción de las personas desaparecidas durante la Guerra Civil y la represión 
política inmediatamente posterior, siempre que, de las pruebas aportadas, pueda inferirse 
razonablemente su fallecimiento, aunque no sean inmediatas a éste. En la valoración de las 
pruebas se considerará especialmente el tiempo transcurrido, las circunstancias de peligro y la 
existencia de indicios de persecución o violencia”. 

Esta referencia supone una flexibilización de los requisitos legales para la inscripción del 
fallecimiento ante desapariciones de este tipo, pudiendo convertirse en una alternativa más 
sencilla para la Declaración de Fallecimiento. 

El Decreto de 14 de noviembre de 1958 por el que se aprueba el Reglamento de la Ley del Registro 
Civil, en sus artículos 154 apartado 4º y 179, también se refieren a la anotación e inscripción de 
la Declaración de Fallecimiento, señalando este último que en la inscripción de declaración de 
fallecimiento se expresará la fecha a partir de la cual se entiende ocurrida la muerte, salvo prueba 
en contrario. 

Considero así mismo de interés la inscripción de la Declaración Legal de Fallecido en otros 
registros en los que el declarado fallecido pudiera tener algún derecho, así por ejemplo debería 
inscribirse en el Registro de la Propiedad, tal y como lo señala el Decreto de 8 de febrero de 1946, 
por el que se aprueba la nueva redacción oficial de la Ley Hipotecaria.  

El citado Decreto en su artículo 2 apartado 4º, referido al Registro de la Propiedad y de los Títulos 
sujetos a inscripción, ya nos indica que se inscribirán aquellas resoluciones judiciales por las que 
se modifique la capacidad civil de las personas en cuanto a la libre disposición de sus bienes, 
incluyendo, la ausencia y el fallecimiento. 

Otro de los Registros en los pudiera ser de interés la inscripción de la Declaración Legal de 
Fallecimiento, es en el Registro Mercantil. Según el Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por 
el que se aprueba el Reglamento del Registro Mercantil, en sus artículos 111, 147, 239 y 266 nos 
hablan de la inscripción en dicho Registro tanto del fallecimiento cierto como de la Declaración 
Legal de Fallecimiento. 

La razón de dejar constancia en cuantos Registros el declarado fallecido tuviera algún derecho es 
clara, salvaguarda su patrimonio frente a posibles actos de terceros que pudieran menoscabarlos, 
enajenarlos, etc., sin el conocimiento y la autorización de quienes tuvieran derechos sobre ellos. 

 
8.6 LA REAPARICIÓN DEL DECLARADO FALLECIDO. 
 
 
Como se ha citado al principio de este punto, la Declaración de Fallecimiento Legal supone una 
presunción “iuris tantum”, lo que no excluye la reaparición del declarado fallecido o recibir 
noticias ciertas de su existencia. Ésta posibilidad es recogida por el artículo 197 del Código Civil. 

“Si después de la declaración de fallecimiento se presentase el ausente o se probase su existencia, 
recobrará sus bienes en el estado en que se encuentren y tendrá derecho al precio de los que se 
hubieran vendido, o a los bienes que con este precio se hayan adquirido, pero no podrá reclamar 
de sus sucesores rentas, frutos ni productos obtenidos con los bienes de su sucesión, sino desde 
el día de su presencia o de la declaración de no haber muerto”. 
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El precepto nos dice que el “reaparecido” recuperará su patrimonio en el estado en que se 
encuentre, y en caso de que se hubiera vendido, todo o parte de su patrimonio, tendrá derecho al 
precio obtenido, o a los bienes que con ese precio se hayan adquirido. Pero no podrá reclamar de 
sus sucesores rentas, frutos, ni productos obtenidos con los bienes de su sucesión, sino desde el 
día de su presencia o de la declaración de no haber muerto. 

Dicha recuperación a favor del reaparecido no tiene carácter retroactivo, pues se parte de la base 
de que, durante el periodo en que sus sucesores hayan sido titulares de los bienes, realmente 
deberían ser considerados legítimos propietarios de los mismos. 

Este artículo 197, ha planteado la cuestión de la eficacia de los actos de disposición del heredero 
aparente respecto a terceros adquirentes a título oneroso y de buena fe, en cuanto parece asumir 
que el reaparecido no podrá impugnar la eficacia de dichos actos, limitándose a recibir los bienes 
adquiridos por subrogación. 

Sin embargo, esta cuestión es discutida, y parece hoy prevalecer la tesis de que el tercer adquirente 
sólo quedará protegido en caso de que sea aplicable alguna norma que convalide su adquisición, 
como las recogidas en los artículos 464 Código Civil y 34 Ley Hipotecaria21. 

“Artículo 464 del CC 

La posesión de los bienes muebles, adquirida de buena fe, equivale al título. Sin embargo, el que 
hubiese perdido una cosa mueble o hubiese sido privado de ella ilegalmente, podrá reivindicarla 
de quien la posea. 

Si el poseedor de la cosa mueble perdida o sustraída la hubiese adquirido de buena fe en venta 
pública, no podrá el propietario obtener la restitución sin reembolsar el precio dado por ella. 

Tampoco podrá el dueño de cosas empeñadas en los Montes de Piedad establecidos con 
autorización del Gobierno obtener la restitución, cualquiera que sea la persona que la hubiese 
empeñado, sin reintegrar antes al Establecimiento la cantidad del empeño y los intereses 
vencidos. 

En cuanto a las adquiridas en Bolsa, feria o mercado, o de un comerciante legalmente establecido 
y dedicado habitualmente al tráfico de objetos análogos, se estará a lo que dispone el Código de 
Comercio”. 

“Artículo 34 Ley Hipotecaria 

El tercero que de buena fe adquiera a título oneroso algún derecho de persona que en el Registro 
aparezca con facultades para transmitirlo, será mantenido en su adquisición, una vez que haya 
inscrito su derecho, aunque después se anule o resuelva el del otorgante por virtud de causas que 
no consten en el mismo Registro. 

La buena fe del tercero se presume siempre mientras no se pruebe que conocía la inexactitud del 
Registro. 

Los adquirentes a título gratuito no gozarán de más protección registral que la que tuviere su 
causante o transferente”. 
En el ámbito personal, el reaparecido recuperará igualmente la posición que pudiera 
corresponderle en las distintas relaciones jurídicas. Así, por ejemplo, en las relaciones familiares 
es obvio que recuperará la patria potestad respecto de sus hijos. Sin embargo, no podrá ser 
considerado cónyuge de su consorte, aunque éste le haya guardado la ausencia y no haya vuelto 
a contraer matrimonio posterior alguno, en virtud del artículo 85 del CC ya explicado.  Por lo 
tanto, para reanudar la convivencia conyugal, habrían de celebrar nuevo matrimonio los antiguos 

                                                           
21 Decreto de 8 de febrero de 1946 por el que se aprueba la nueva redacción oficial de la Ley Hipotecaria. 
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cónyuges, esto en el ámbito civil, ya que, en el Canónico, solo como apunte, tendrá validez el 
primero sobre el segundo, al carecer la autorización dada por el Obispo de la Diócesis de la 
Presunción requerida. 
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IX. CONCLUSIONES. 
 

Cuando sucede una desaparición el primer objetivo, la prioridad primera de las familias es 
encontrar a su familiar pronto y sano, pero como dice Marisol IBARROLA “la persona 
desaparecida no está, pero sus problemas, sus deudas, sus obligaciones se quedan aquí y hay que 
hacerles frente”. 

Francisco de Asís LOBATÓN SANCHEZ DE MEDINA, más conocido como “Paco 
LOBATÓN” periodista y director del famoso programa “Quien Sabe Dónde”, hoy también 
presidente de la fundación “QSDglobal”, define la desaparición como “una muerte silenciosa e 
injusta, ya que no deja pasar página e iniciar el duelo, pues no se tiene nada que velar”. 

Ana María HERREO, madre de Borja LAZARO HERRERO desaparecido hace más de dos años 
en Colombia, declaraba el 27 de octubre de 2016, en el programa “Ahora” de ETB2 donde 
también participé como invitado, “que los problemas están y hay que hacerles frente y nadie les 
explica cómo. Tienen que sacar fuerzas para seguir buscando y dar los pasos legales para que 
los problemas no crezcan”. 

La Declaración de Ausencia o Fallecimiento son una serie de procedimientos para los que el 
Legislador no requiere la intervención de Abogado ni Procurador, por considerarlos sencillos en 
su tramitación, siendo el Letrado de la Administración de Justicia el encargado de impulsarlos y 
resolverlos mediante Decreto. 

Buscando la facilidad en la tramitación, el Legislador recoge en la Ley de Jurisdicción Voluntaria 
paso a paso como se ha de instar cada procedimiento, cuándo, cómo y quién siguiendo lo 
establecido por el Código Civil. 

Primero la desaparición, luego la ausencia y finalmente el fallecimiento, son estados civiles de la 
persona en los que no puede hacer frente a sus obligaciones ni defender sus derechos, por eso 
encontramos en el Código Civil una serie de artículos cuya finalidad es, precisamente, proteger y 
defender, tanto los derechos y el patrimonio de la persona desaparecida o ausente, como hacer 
frente a sus obligaciones, y de esta manera proteger posibles derechos de terceros. 

Señalar que, aunque anualmente en España existen unas 1200 personas de las que nunca más se 
sabe de ellas, no son tantas las que inician el procedimiento de la Declaración de Ausencia, o 
llegado el tiempo el de Fallecimiento, solo cuando aparecen los problemas, cuando son llamados 
por algún derecho, es cuando los familiares se preguntan que pueden y deben hacer. 

Las dificultades, los problemas ante los que pueden encontrarse los familiares de la persona 
desaparecida dependerán del capital, de las responsabilidades, de los derechos que tuviera la 
persona desaparecida, así como de sus circunstancias personales. Así, recuerdo el caso de Borja 
LAZARO, un joven español desaparecido en Colombia, casado con una ciudadana mexicana, con 
sus propiedades en Luxemburgo, siendo su madre quien interpuso la denuncia de desaparición en 
España y nombrada su Representante Legal. La del joven Hodei EGILUZ, desaparecido en 
Amberes, cuya denuncia de desaparición se interpuso en Bélgica y en España, o la desaparición 
de un empresario español, administrador único de su empresa, la cual debía continuar con su 
producción y hacer frente a sus obligaciones. 

Siendo la desaparición de una persona la causa común en todas ellas, las circunstancias de cada 
uno de los casos son distintas, por lo que las situaciones jurídicas ante las que se pueden encontrar 
también lo serán, y esto hace que los familiares ante éstas situaciones, se sientan desorientados, 
perdidos y contrariados, no conociendo, en la mayoría de los casos, ni el procedimiento, ni los 
plazos, ni los derechos u obligaciones que les asisten, ni les ha interesado, ya que su única 
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prioridad ha sido, y es, buscar y encontrar a su ser querido, pero cuando surgen los problemas 
legales, el procedimiento se les complica y les aturde. 

Hemos visto como tanto el Código Civil como la Ley de Jurisdicción Voluntaria establecen una 
serie de plazos para poder instar cada procedimiento, así como quién pude instarlos o ser 
Representante Legal. 

Respecto esto último, recordar que la “pareja de hecho” pude instar la Declaración Legal de 
Ausencia y la Declaración Legal de Fallecimiento, pero no está recogido que pueda ser nombrada 
Representante Legal del Ausente. Esto pudiera ser un olvido del Legislador, o quizás no. Es 
posible que el Legislador haya tenido en cuenta la posibilidad de desapariciones de personas 
viudas, separadas o divorciadas con hijos fruto de esa relación anterior, y haber tomado en 
consideración el conflicto de intereses que ello pudiera conllevar. En cualquier caso, la persona 
unida al desaparecido por análoga relación de afectividad a la conyugal, pudiera ser nombrada de 
acuerdo al último párrafo del artículo 184 del CC. 

En relación al apartado 2º del artículo 193 del CC, el cual se refiere a la edad de la persona 
desaparecida, fundamentando la posibilidad de instar el procedimiento de Declaración de 
Fallecimiento debido a la edad avanzada de la persona y la probabilidad, no de vida sino de 
muerte, de personas de más de 75 años, debería ser merecedor nuevo análisis, atendiendo a la 
longevidad actual. 

Así miso, otro punto a señalar es que el Código Civil, en su artículo 198, nos dice que en el 
Registro Civil se harán constar las declaraciones de desaparición, ausencia legal y de 
fallecimiento, así como las representaciones legítimas y dativas acordadas, y su extinción. Sobre 
este particular considero que esta inscripción, del nuevo estado civil de la persona, debería 
extenderse a todos aquellos Registros donde el desaparecido tuviera algún derecho, Registro de 
la Propiedad; Registro Mercantil; etc. 

Si bien es cierto que en alguno de ellos está recogida la posibilidad de Registrar la Declaración 
Legal de Ausencia o Fallecimiento, también lo es que ninguno recoge la posibilidad de Registrar 
la Declaración de Desaparecido, siendo todas ellas situaciones en las que la persona no puede 
atender a sus obligaciones ni defender sus derechos, y como se ha explicado, sería una medida 
tendente a salvaguarda el patrimonio del Declarado Desaparecido o Ausente frente a posibles 
actos de terceros que pudieran menoscabarlos, enajenarlos, etc., sin el conocimiento y la 
autorización de quien fuera su Representante Legal, así como la de tener conocimiento de 
cualquier acto que pudiera hacer el Declarado Desaparecido o Ausente, lo que motivaría la 
realización de las pesquisas pertinentes tendentes a acreditar su existencia, que de ser cierta dejaría 
sin efecto la Declaración dada.  

Hay que manifestar que, aunque el procedimiento no es complicado, las diferentes situaciones 
que pueden darse en el transcurso del procedimiento hacen aconsejable el consejo de un Abogado 
en su tramitación y seguimiento, no tanto por la tramitación en sí, sino por los efectos que las 
distintas Declaraciones pudieran tener y las consecuencias de éstas. Esta dificultad ha llevado a 
la fundación QSDglobal a firmar recientemente un acuerdo con la Federación Española de 
Municipios y Provincias, para que los familiares de personas desaparecidas sean atendidos por 
las Oficinas de Atención a Víctimas de Delitos, situación ésta que ya se encuentra en 
funcionamiento en el País Vasco, siendo una de las atenciones que se les brindan la orientación 
jurídica. 

Con este trabajo jurídico-descriptivo se pretende dar unas pautas de actuación con la finalidad de 
ofrecer una imagen de funcionamiento de la norma jurídica, intentando ofrecer una guía fácil de 
seguir, pero dando a la vez algunas notas sobre los efectos y los problemas que pueden surgir 
entorno a una desaparición. 
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